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Cada vez que concluye un proceso electoral conocemos y nos adaptamos 

a las nuevas formas de hacer política. Las campañas han dado giros impor-

tantes gracias a las estrategias que instituciones, partidos políticos, candi-

datas y candidatos ejecutan a través de las redes sociales.

Hoy el alcance de los mensajes es más personalizado y al mismo tiem-

po llega a un universo que, en ocasiones, no alcanzan las campañas por 

tierra. Sin embargo, no todo es positivo en esta modalidad de acercarse 

al electorado, hemos atestiguado cómo la desinformación y las violencias 

en contra de las personas que participan en el proceso político se dan en 

mayor medida en estos medios.

En el mismo sentido, los procesos de participación ciudadana a lo largo 

y ancho del país han evolucionado y, por ello, las instituciones electorales 

han tenido que trabajar a marchas forzadas para mantenerse al día y aten-

der las necesidades que la comunidad les va manifestando.

El número 26 de Electio aborda ambos temas desde la visión de exper-

tas y expertos en materia electoral, quienes nos dejan interesantes reflexio-

nes para el debate de las personas lectoras. Con agrado hacemos mención 

de que en esta edición se contó con la participación de personas servido-

ras de distintos organismos públicos locales electorales, así como de tribu-

nales electorales de los ámbitos estatal y federal.

Quienes formamos parte del TECDMX y del equipo Electio queremos 

agradecer su preferencia y les enviamos nuestros mejores deseos para el 

año 2025, esperamos que traiga múltiples éxitos a nivel profesional, familiar 

y personal. 

¡Felices fiestas!

Editorial
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Del tsunami virtual a la realidad: 
impacto de la violencia política 
digital y mediática contra mujeres. 
Criterios en la CDMX (2020-2024)
Erika Estrada Ruiz
Consejera Electoral del Instituto Electoral de la Ciudad de México; maestra en Derecho por la 
Universidad Nacional Autónoma de México, especializada en materia de diseño institucional,
reformas electorales, financiamiento a partidos políticos y fiscalización de recursos en la política

Oriana Vielma Gómez 
Periodista y asesora de la Consejera Erika Estrada Ruiz del Instituto Electoral de la Ciudad de México

Una introducción al problema 
La metáfora del tsunami1 es adecua-

da para explicar no sólo el surgimien-

to del feminismo —o feminismos—, 

cuya historia se ha estructurado en 

“olas”, sino de la violencia arrolladora 

con la que parte del mundo ha reac-

cionado a la aparición de este movi-

miento generado en torno a la idea 

de igualdad de género o, dicho de 

otra forma, al rechazo de las falsas 

fronteras y falsas construcciones 

del “otro” y sus diferencias.

Todas las demandas de las muje-

res enfocadas en combatir la violen-

cia de género, la discriminación es-

tructural y las brechas de género, se 

han visto impulsadas por las tecnolo-

gías de las información y las comuni-

caciones (TIC), permitiéndoles cons-

truir un movimiento online, fuerte, 

popular y reactivo —como lo eviden-

cian las campañas “#NiUnaMenos”, 

“#MeToo” y “#ParidadYa”—. Pero, al 

mismo tiempo, estos pañuelos ver-

des que tiñen las calles y también 

las redes sociales, han experimenta-

do en el ciberespacio una ráfaga de 

respuestas feroces y hostiles a tra-

vés de estructuras que se resisten al 

cambio. Los datos así lo demuestran. 

Más de la mitad de niñas y mu-

jeres jóvenes encuestadas en todo 

el mundo han sufrido violencia en 

Fuente: Archivo.

línea.2 En México la situación no es 

diferente. De acuerdo a datos pu-

blicados por el INEGI en 2023,3 el ci-

beracoso afecta a alrededor de 10.3 

millones de mujeres y niñas mexica-

nas mayores de 12 años (el 22% de 

las 46.7 millones que usan internet, 

2.4 puntos porcentuales por encima 
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de los hombres, quienes registraron 

el 19.6%).

De hecho, este tipo de violencia 

se ensaña sobre todo en contra de 

periodistas, activistas, defensoras 

de los derechos humanos y mujeres 

que participan en actividades pú-

blicas, con ataques sistemáticos en 

razón de la labor que desempeñan.4 

Involucran acciones intencionales 

para censurar o causar daño a or-

ganizaciones o grupos de mujeres, 

buscando afectar el desarrollo de 

sus funciones, atacar sus canales 

de expresión, intimidarlas para reti-

rar publicaciones o silenciarlas, ge-

nerando efecto en casi un tercio de 

casos. Para ilustrarlo, diversas inves-

tigaciones indican que 28% de las 

mujeres que fueron objeto de vio-

lencia basada en las TIC han redu-

cido deliberadamente su presencia 

en línea.5

En este contexto, somos cada vez 

más conscientes de que los proce-

sos y las campañas electorales pare-

cen no concebirse fuera del ámbito 

de las TIC, especialmente a través de 

internet, por diversos factores que 

van desde el acceso masivo al con-

tenido político y al nacimiento de 

plataformas informativas, hasta es-

trategias políticas de microsegmen-

tación, interacción directa y análisis 

predictivo, que facilitan la organiza-

ción, la transmisión en tiempo real, la 

interconexión global y el monitoreo 

ciudadano. Básicamente, resultan 

esenciales para conectar con las y 

los votantes, para optimizar campa-

ñas y garantizar la transparencia. No 

sólo simplifica los procesos electora-

les, sino que los moldea.

Sin embargo, para las mujeres 

que incursionan en política, ocu-

par estos espacios ha significado 

también una forma de experimen-

tar violencia cibernética, a través 

de una serie de actos que incluyen 

conductas como acoso, amenazas, 

extorsión, desprestigio, monitoreo 

y acecho, acceso no autorizado a 

cuentas, control y manipulación de 

información, difusión de informa-

ción personal y hasta suplantación 

o robo de identidad. 

Mientras México escogió por pri-

mera vez a una mujer presidenta 

en 2024, en los últimos años he-

mos sido testigos de una seguidilla 

de renuncias de lideresas en otras 

latitudes, incluyendo Jefas de Go-

bierno como Jacinda Ardern (Nueva 

Zelanda), Sanna Marin (Finlandia) y 

Nicola Sturgeon (Escocia). La mayo-

ría de ellas expresaron cansancio —y 

hasta miedo— por los persistentes 

ataques en su contra a través de las 

redes sociales. Vale acotar que no 

se trata de ataques a las propues-

tas políticas de estas figuras, sino 

del cuestionamiento de sus capaci-

dades, de su apariencia, del control 

de sus cuerpos y de su vida íntima. 

La difusión no consentida de imá-

genes privadas de las figuras políti-

cas y, crecientemente, la utilización 

de la Inteligencia Artificial para crear 

falsas y humillantes escenas de ca-

rácter sexual, se han convertido en 

parte del tóxico ambiente en que 

discurre la vida pública en nuestra 

época. Situación que se acentúa 

cuando, además, se trata de lide-

resas de comunidades indígenas o 

afrodescendientes o mujeres perte-

necientes a otros grupos histórica-

mente marginados (también cono-

cidos como población de atención 

prioritaria).

Antecedentes jurídicos:
los primeros pasos normativos
Aunque desde las elecciones de 

2018 empezaron a documentarse 

en México las agresiones cometidas 

a través de las tecnologías de la in-

formación6 y los medios de comuni-

cación7 contra mujeres candidatas, 

la violencia digital como una moda-

lidad de delito sólo era reconocida 

y sancionada —con hasta seis años 

de prisión— en una entidad del país 

(Puebla).8 No fue sino hasta junio de 

2021 cuando se reformaron la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia y el Có-

digo Penal Federal para agregar las 

definiciones de violencia digital y 

violencia mediática a la normativa 

federal (reformas que en la Ciudad 

de México entraron en vigor en ene-

ro de 2020, poco antes de la decla-

ratoria de emergencia sanitaria por 

la pademia de Covid-19). Finalmente, 

para 2022, la denominada Ley Olim-Foto: Jacinda Ardern. Archivo.
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pia ya era aplicable en toda la Repú-

blica mexicana. 

Como resultado, en diciembre 

de 2024 y tras más de un año de 

búsqueda de justicia, México tuvo 

su primer juicio por violencia digital 

con Inteligencia Artificial, luego de 

que un alumno del Instituto Politéc-

nico Nacional fuese acusado de al-

terar las fotografías de ocho de sus 

compañeras con fines de explota-

ción sexual,9 un juicio impensable 

antes de la Ley Olimpia.10 Hasta el 

momento, se trata del caso más 

icónico documentado sobre violen-

cia digital con Inteligencia Artificial, 

relacionado con mercados de ex-

plotación sexual, así como difusión 

y producción de contenidos.

Mujeres en la política y las 
amenazas no tan silenciosas
Concretamente en la esfera política, 

mientras más mujeres llegan al po-

der producto de la implementación 

exitosa de acciones afirmativas y la 

inclusión de la paridad como princi-

pio constitucional —con un aumento 

considerable del número mujeres en 

cargos de elección popular y toma 

de decisión (representación descrip-

tiva)—, también se ha hecho más vi-

sible la violencia dirigida contra ellas 

por su estigmatización como “intru-

sas”11 del espacio público, una clara 

manifestación de las resistencias, 

simulaciones y malas prácticas que 

actúan como barreras para su acce-

so y ejercicio de los derechos políti-

cos-electorales.

Esta violencia se expresa es-

pecialmente en el ciberespacio, la 

zona de acción pública donde in-

ternet acelera la interconexión po-

lítica global y local que transforma 

profundamente las dinámicas y el 

debate entre ciudadanía, partidos, 

movimientos sociales e institucio-

nes. Así, la digitalización interviene 

como fuente de cultivo para la vigi-

lancia y el acoso, la manipulación de 

datos y los discursos que favorecen 

la polarización resguardados bajo el 

anonimato. 

Una de las principales estrate-

gias legales adoptadas para preve-

nir, atender, sancionar y erradicar 

lo que se conceptualizó como vio-

lencia política en razón de género o 

violencia política contra las mujeres 

en razón de género (VPG/VPMRG) 

inició con la aprobación de una re-

forma integral en abril de 202012 

que implicó, entre otras cosas, la 

tipificación e identificación de un 

catálogo de conductas que con-

figuran esta violencia, la especifi-

cación de las autoridades compe-

tentes para conocer estos asuntos 

(administrativas, jurisdiccionales y 

penales), la precisión respecto a que 

cualquier persona puede cometerla 

a través de cualquier medio (redes 

sociales, medios de comunicación, 

etc.), facultar a autoridades electo-

rales para que otorguen medidas 

cautelares (como el retiro de las 

publicaciones ofensivas) y medidas 

de protección (como la custodia 

policiaca, por ejemplo), con el fin 

de salvaguardar los derechos de la 

víctima cuando se encontrara ame-

nazada su integridad personal, su 

vida o existieran razones fundadas 

para pensar que sus derechos polí-

tico-electorales estarían en riesgo y 

no pudieran ser reparados. 

La modificación normativa bus-

có reforzar sobre todo el principio 

de la debida diligencia para atender 

casos de VPG/VPMRG con celeridad 

y perspectiva de género. De esta for-

ma se dilucidó la procedencia, tanto 

del juicio de protección de derechos 

político-electorales (JDC) por viola-

ciones motivadas por discriminación 

de género, como del procedimiento 

especial sancionador (PES) —que 

puede sustanciarse dentro o fuera 

del proceso electoral—, como me-

dios para que las mujeres pudieran 

denunciar violaciones en todo mo-

mento y no solamente durante los 

procesos electorales.

Si bien el marco normativo de-

fine en fragmentos separados las 

modalidades de violencia de géne-

ro —la digital y la mediática,13 por un 

Foro “Financiamiento para el Liderazgo Político de las Mujeres y Barreras al Financiamiento Equi-
tativo”, reúne a Consejeras Electorales del INE, Carla Humphrey y Claudia Zavala, y consejeras del 
IECM, Erika Estrada y Melisa Guerra.
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Foto: Tribunal Electoral de Poder Judicial de la Federación.

lado, y la política14, por el otro—, lo 

cierto es que, mediante decisiones 

judiciales electorales México se ha 

convertido en uno de los países pio-

neros de la región en reconocer el fe-

nómeno de la violencia digital como 

una extensión de la VPG/VPMRG. 

De hecho, ya en 2016 —cuatro años 

antes de la Reforma Integral en la 

materia— ocho instituciones fede-

rales firmaron un protocolo15 en el 

que se estableció que “la violencia 

puede efectuarse a través de cual-

quier medio de información (como 

periódicos, radio y televisión), de las 

tecnologías de información y/o en 

el ciberespacio”. 

Entre los primeros antecedentes 

judicializados de violencia política 

de género en modalidad virtual se 

encuentran los expedientes SCM-

JDC-838/2018 y SCM-JE-32/2018 

acumulados, cuyo origen estriba en 

una denuncia interpuesta por una 

precandidata a la presidencia muni-

cipal de Puebla, en un inicio ante la 

Comisión Especial de Delitos Come-

tidos por Razones de Género de la 

Cámara de Diputados del Congreso 

de la Unión, en contra del periodis-

ta y director del portal de internet 

contraparte.mx, por la publicación 

de algunos videos en los que se ma-

nifestaban, en detrimento de la de-

nunciante, ofensas, calumnias, agre-

siones verbales y cuestionamientos 

en general respecto a su vida priva-

da y la de su familia. 

Inicialmente, la comisión parla-

mentaria se declaró incompetente 

y turnó el caso al Instituto Nacional 

Electoral, que, a su vez, lo remitió 

al Instituto Electoral del Estado de 

Puebla y este al Tribunal Electoral 

del Estado de Puebla, tras su radi-

cación como procedimiento ordi-

nario sancionador. Posteriormente, 

el Tribunal local dio por acreditadas 

las infracciones denunciadas y, des-

contentos con la resolución, tanto 

el imputado como la denunciante 

controvirtieron la sentencia ante la 

Sala Regional Ciudad de México del 

TEPJF, la cual acreditó la conducta en 

una ponderación entre el derecho a 

la libertad de expresión y el acceso 

de las mujeres a una vida libre de 

violencia. En ese sentido, conside-

ró que la columna y la videocolum- 

na que dieron lugar a la denuncia no 

contribuyeron en medida alguna al 

interés general o al debate público 

por tratarse de insinuaciones y ase-

veraciones relacionadas con la vida 

privada de la denunciante y la de 

su hijo, que bien pueden constituir 

injerencias injustificadas en la vida 

privada.  

Finalmente, para dar cumplimien- 

to a lo dictado por la Sala Regional, 

el Tribunal Electoral local publicó una 

nueva sentencia en la que calificó la 

falta como “grave especial”, impuso 

al denunciado y al sitio web de no-

ticias una amonestación pública y 

determinó como medidas de repa-

ración y no repetición el retiro de dos 

publicaciones, la disfusión de una 

disculpa pública, la publicación de la 

sentencia en el portal sancionado y 

su inclusión en el catálogo de sujetos 

sancionados. 

Experiencias en la Ciudad
de México
En todo el país, los asuntos de VPG/

VPMRG se tramitan e investigan de 

forma interinstitucional. Por una par-

te, la autoridad electoral administra-

tiva —en este caso el Instituto Electo-

ral de la Ciudad de México (IECM)— se 

encarga de todo lo concerniente a la 

investigación, mientras que la juris-

diccional —el Tribunal Electoral de le 

Ciudad de México (TECDMX)— se en-

carga de tomar una decisión con los 

insumos que el IECM provee y, en su 

caso, fincar responsabilidades a las 

posibles personas agresoras. 

Bajo este escenario, el IECM ha 

recibido desde enero de 2020 has-

ta noviembre de 2024, alrededor de 

211 quejas, denuncias y/o vistas por 
VPG/VPMRG (un promedio de 42 

quejas al año en el último lustro). 
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Fotografía institucional durante los 16 Días de Activismo. IECM.

Fuente: elaboración propia con datos del la 
Comisión de Quejas, adscrita a la Dirección 
Ejecutiva de Asociaciones Políticas y Fiscaliza-
ción (periodo 30 de septiembre de 2022 a 30 de 
septiembre de 2024), de Asociaciones Políticas 
y Fiscalización (periodo 30 de septiembre de 
2022 a 30 de septiembre de 2024). 

AÑO NÚMERO DE QUEJAS VPG/VPMRG

2020 3

2021 67

2022 23

2023 21

2024 97

TOTAL 211

De éstas, 67 correspondieron al 

Proceso Electoral Local Ordinario 

2020-2021 (PELO) (lo que representó 

alrededor de 10% entre los más de 

700 reclamos totales interpuestos)16 

y 92 correspondientes al Proceso 

Electoral 2023-2024 (equivalente al 

5% de las 1,825 denuncias totales re-

cibidas desde que se dio el bandera-

zo oficial de inicio del proceso).17 

Cabe destacar que, aunque entre 

ambas elecciones aumentó el nú-

mero absoluto de quejas un 37%, al 

pasar de 67 a 92 denuncias, lo cierto 

es que estas cifras revelan una caída 

a la mitad del porcentaje de quejas 

VPG/VPMRG respecto del total de 

asuntos recibidos por todas las con-

ductas consideradas faltas o delitos 

electorales, que disminuyó de 10% 

a las 92 quejas, denuncias y/o vis-

tas recibidas en el pasado Proceso 

electoral 2023-2024, se obtiene que 

52 denuncias fueron desechadas 

(56.5%), en 26 asuntos se determi-

nó iniciar un procedimiento especial 

sancionador (28.3%), seis denuncias 

restantes se tuvieron como “No pre-

sentada” o “No interpuesta” (6.5%), 

otros cinco casos se clasificaron co- 

mo sobreseimientos (5.4%) y en tres 

asuntos restantes se declaró incom-

petencia (3.3%). Esto significa que, 

menos de una tercera parte de las 

denuncias ameritó el inicio de una 

investigación, a diferencia del proce-

so anterior, cuyo porcetaje de proce-

dimientos iniciados alcanzó el 54 por 

ciento.

en el PELO 2020-2021 a 5% en el 

PELO 2023-2024.  

En este punto es importante 

aclarar también que una denuncia 

no se traduce automáticamente en 

la acreditación de la conducta, ni si-

quiera en el inicio de una investiga-

ción, pues la autoridad encargada de 

la sustanciación de los procedimien-

tos —en este caso el IECM— analiza 

si existen indicios para iniciar —o no— 

un expediente, o si, en su caso, ame-

rita su devolución para la realización 

de mayores diligencias. Una vez ini-

ciado, el trámite y sustanciación del 

procedimiento especial sancionador 

electoral por asuntos de VPG/VPMRG 

no podrá exceder de 15 días. 

Al analizar el tratamiento dado 

por la Comisión de Quejas del IECM 
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TRATAMIENTO QUEJAS VPG/VPMRG PELO 2020-2021 PELO 2023-2024

Inicios 36 54% 26 28%

Desechamientos 26 39% 52 57%

Sobreseimientos 0 0% 5 5%

Incompetencias / Rencauzamientos 4 6% 3 3%

No presentadas / No Interpuestas 1 1% 6 7%

Totales 67 100% 92 100%

Tabla de criterios relevantes de VPG/VPMRG en espacios digitales y mediáticos en expedientes de la CDMX

Tema Expediente IECM Expediente Tribunales Argumentos / Criterios Relevantes

Temporalidad 
y personas 
emisoras en 
el análisis de 
piezas en medios 
noticiosos

N/A SCM-JDC-2297/2024 
y acumulados; SCM-
JRC-113/2024 y 
acumulados

(TECDMX-JEL-203/2024, 
228/2024, 247/2024 y 
248/2024 acumulados)

En la sentecia que estudia la petición de nulidad de la elección en 
la alcaldía de Cuauhtémoc por conductas de VPMRG 

—confirmada por la Sala Superior—, la Sala Regional CDMX analiza 
diversas declaraciones emitidas en medios noticiosos con 
referencias a la denunciante como “hija de” y no referirse a ella 
por su nombre. En este sentido, la SCM estableció los siguientes 
criterios:

1. Temporalidad: excluye varias notas periodísticas del análisis 
por ser publicadas de forma posterior a la jornada electoral. “Las 
expresiones ahí contenidas no podrían haber tenido un impacto 
en la elección y, ergo, no pueden formar parte de la controversia”.

2. Personas emisoras: establece que otra publicación no contiene 
expresiones directas de la candidata denunciada, sino de una 
interpretación que llevó a cabo la persona autora de esa nota 
(periodista).

3. Entrevistas: labor periodística. Además, también excluye 
otras tres notas periodísticas por tratarse de entrevistas a la 
denunciada en el ejercicio de la labor periodística.

En la gran mayoría de las oca-

siones, las denuncias recibidas en 

la Ciudad de México se circunscri-

ben a conductas que ocurrieron en 

el ciberespacio, ya sea por mensajes 

publicados en las redes sociales (X —

antes Twitter—, Facebook, Instagram, 

TikTok), como en portales noticio-

sos de medios de comunicación u 

otras plataformas digitales (Youtube, 

WhatsApp o Change.org, la platafor-

ma abierta y gratuita de peticiones).  

En muchos de estos asuntos, se 

dictaron medidas cautelares proce-

dentes por uso de estereotipos de 

género, apodos o expresiones deni-

grantes, en los que la Comisión de 

Quejas identificó contenidos en re-

des sociales con indicios de posible 

caricaturización, adjetivación burles-

ca y discriminación, buscando enfa-

tizar en la falta de capacidad de las 

mujeres para ocupar cargos públicos, 

basándose en concepciones sim-

bólicas o verbales consideradas sólo 

para mujeres, así como expresiones 

que vinculaban a las promoventes a 

una relación filial, de consanguinidad 

o de subordinación a un hombre, in-

visibilizando sus aptitudes y anulan-

do sus trayectorias políticas. En res-

puesta a esto, desde 2020 el IECM 

ha ordenado el retiro y/o modifica-

ción de centenares de publicaciones 

digitales. Las medidas de esta natu-

raleza persiguieron el fin legítimo de 

excluir del debate político cualquier 

expresión o frase que pudiera afec-

tar el derecho de las mujeres a vivir 

libres de violencia en el contexto de 

las campañas electorales y de parti-

cipar en condiciones de igualdad. 

Fuente: elaboración propia con datos del la Comisión de Quejas, adscrita a la Dirección Ejecutiva de Asociaciones Políticas 
y Fiscalización (periodo 30 de septiembre de 2022 a 30 de septiembre de 2024). 
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Análisis de 
publicaciones 
digitales para 
iniciar una 
investigación 
(en caso de ser 
eliminadas)

IECM-QNA/876/2024 TECDMX-JEL-109/2024 Si existen elementos mínimos y suficientes que generen indicios 
de la infracción denunciada, se debe iniciar la investigación, así 
sea en redes sociales o plataformas digitales. 

Sin embargo, no está entre las facultades de la autoridad 
administrativa corroborar las publicaciones denunciadas en 
las cuentas de redes sociales, en el caso de que hayan sido 
eliminadas (si los elementos no fueron encontrados en las 
diligencias preliminares). 

Sobre la 
intervención 
de un medio de 
comunicación 
en la difusión de 
publicaciones en 
redes sociales

IECM- QCG/
PE/009/2023 (IECM-
QNA/080/2023)

TECDMX-PES-015/2024 Se inició una investigación tras constatar la existencia de 
publicaciones alojadas en una cuenta de Facebook, en forma 
de reels [o materiales audiovisuales con o sin sonido de breve 
duración], con las frases “postiza” y “loca”. Sin embargo, se dictó 
el sobreseimiento por no resultar posible presumir la intervención 
del medio de comunicación como probable responsable. 

No fue posible tener certeza de la existencia de la persona, 
personas y/o organización/es encargada/s de los contenidos 
digitales alojados en la red social. No fue posible advertir la 
existencia, identificación y paradero, cierto, de una entidad, 
persona física o moral, a quien se le pueda adjudicar la autoría 
de las publicaciones. En este caso la autoridad no logró allegarse 
de datos de localización certeros sobre la ubicación de la 
persona moral y/o representante y/o apoderado del medio de 
comunicación “Efekto informativo”. 

No se atribuye 
faltas
a medio de 
comunicación 
por difusión de 
entrevista

IECM-QCG/
PE/086/2021 (IECM-
QNA/449/2021)

TECDMX-PES-194/2021 En este asunto, aunque se determinó la existencia de VPMRG 
ejercida por un candidato a diputado local y también la omisión 
de deber de cuidado por culpa in vigilando del partido político, se 
excluyó al medio de comunicación digital y se dejó sin efectos la 
sanción impuesta en virtud de que las publicaciones se realizaron 
en apego a la libertad de expresión de prensa.

Valoración de 
pruebas. Videos 
publicados en 
redes sociales

IECM-QCG/
PE/058/2021 (IECM-
QNA/299/2021) 
y IECM-QCG/
PE/059/2021 (IECM-
QNA/300/2021) 
Acumulados

TECDMX-PES-117/2021 Se confirmó que al denunciarse VPMRG las pruebas que son 
presentadas por la parte denunciante “tienen un análisis 
particular” por lo que basta el contenido del video para acreditar 
la existencia de un indicio (analizado bajo los parámetros del 
punto de Acuerdo Octavo, numeral 2, del Protocolo del TECDMX).

“Gaslighting” 
sistemático 
y número 
de personas 
seguidoras

IECM-QCG/
PE/008-2021 (IECM-
QNA/085/2020)

TECDMX-PES-006/2021 Se clasificaron como gaslighting o “iluminación de gas” 33 
publicaciones que emplean los sobrenombres “Lady Chelas”, 

“Chelas Tibias”, “Lady Acarreados”, “Lady Despensas”, “Lady 
Cebollas”, y “Lady Alcohólica”, realizadas en un transcurso de 
casi dos (2) años, por constituir referencias denostativas en 
contra de una entonces diputada local, a quien describe como 

“prepotente, violenta, frívola, mediocre, agresiva, oportunista, 
vividora y miserable… sometida a procesos estéticos quirúrgicos”. 
La sentencia señala que esto implicó un “abuso emocional que 
tiende a provocar desconfianza, ansiedad y depresión en la 
persona que es objeto de tales expresiones, lo que constituye 
una forma de violencia en contra de las mujeres”. 

No sólo la sistematicidad, sino también el número de personas 
seguidoras fue analizado en este asunto para calificar como 

“grave ordinaria” la falta y la individualidad de la sanción, una vez 
acreditadas las conductas de VPMRG.

Sobre la 
pertenencia 
de cuentas y 
participación 
de las personas 
denunciadas en 
redes sociales

IECM-QCG/
PE/024/2020 (IECM-
QNA/056/2020)

TECDMX-PES-002/2021 En este asunto se tuvo certeza que las cuentas de “X” —antes 
“Twitter”— señaladas no pertenecían a ninguna de las personas 
probables responsables. Además, al no encontrar un vínculo entre 
las y los usuarios con las personas denunciadas que pudiera 
suponer su participación en la difusión del video, la Comisión del 
IECM determinó improcedentes medidas cautelares, así como no 
iniciar una investigación. 

Anonimato en 
redes sociales

IECM-QCG/
PE/003/2020 (IECM-
QNA/010/2020)

TECDMX-PES-001/2021 Al no tener certeza de las personas que administran las cuentas, 
el TECDMX ha optado por dictar medidas de reparación y/o 
no repetición para salvaguardar la integridad y dignidad de la 
quejosa en los asuntos en los que se acredita la conducta, a 
pesar de no tener certeza de quién fue la persona autora de los 
mensajes denunciados (cuentas anónimas).
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Reflexiones finales 
Los criterios anteriores se suman 

a otros de tribunales electorales 

mexicanos en el reconocimiento de 

que internet se está utilizando en 

un entorno más amplio de discrimi-

nación, al tiempo en que facilita que 

la violencia digital o en línea que se 

cometa bajo el anonimato, sin con-

tacto físico, a distancia y más allá 

de las fronteras físicas definidas, 

pudiendo intensificar el daño a las 

víctimas. Por sus particularidades, 

algunos criterios establecen que 

esta modalidad de violencia pone 

en especial riesgo diversos dere-

chos de las mujeres —como la priva-

cidad, intimidad, libertad de expre-

sión, acceso a la información, a la 

justicia o a las garantías judiciales—, 

centrados en la reproducción de es-

tereotipos de género.

Es un hecho que comentarios, 

ideas o expresiones difundidas en 

internet sí pueden concebirse como 

delitos electorales debido a su ca-

rácter hostil, pero le corresponde a 

las autoridades formular su análisis 

y determinar si configuran una in-

fracción a la ley dentro del debate 

político. Para que pueda considerar-

se VPG/VPMRG, resultará necesario 

que el mensaje tenga como base 

un estereotipo de género con el 

objetivo de menoscabar la imagen 

pública de la denunciante, así como 

limitar o anular sus derechos.

Además, los tribunales han con-

firmado que denigrar a una mujer 

a través de plataformas masivas, 

como lo son las redes sociales, las 

expone a una mayor desventaja 

ante la opinión de la sociedad, pu-

diendo mermar su posibilidad de ser 

competitiva cuando tenga aspira-

ciones para participar como candi-

data a un cargo de elección popular 

o para ostentar algún cargo parti-

dista. Sin embargo, en los supuestos 

en los que se solicita la nulidad de 

la elección, con frecuencia resulta 

prácticamente imposible conocer si 

la voluntad del electorado fue influi-

da por estos actos de VPG/VPMRG, 

pues el sufragio es una decisión que 

obedece a un proceso personal y 

secreto, de forma que solicitar a la 

víctima que acredite la trascenden-

cia de los hechos en la conducta de 

las y los votantes hace casi inviable 

la actualización de la determinancia 

de la infracción; esto es, la compro-

bación de que existe una afectación 

sustancial a los principios consti-

tucionales (que ponen en peligro el 

proceso electoral y sus resultados). 

Se trata de factores cuya acredi-

tación puede complicarse aún más 

cuando se trata de trasladar respon-

sabilidades del mundo virtual al físi-

co, entendiendo que los límites entre 

las personas creadoras de conteni- 

do, las administradoras de los perfi-

les y las plataformas son difusos, en 

la medida en que forman parte de la 

cadena de acciones, vehículo o vía 

por la cual se difunde una publica-

ción ilegal. 

Existen igualmente obstáculos y 

dificultades para aceditar en redes 

sociales el vínculo directo de quie-

nes crean contenido, ya sea porque 

se resguardan en el anonimato o 

porque las publicaciones pueden 

eliminarse en cualquier momento 

con la intención de no dejar rastro, 

lo que deriva en un alto número de 

casos en los que se imposibilita la 

identificación de las personas agre-

soras. En otros asuntos, aun cuando 

se reconoce a las o los responsables, 

éstos no son las personas beneficia-

rias directas de la violencia, sino que 

la realizan para favorecer a terceros 

cuyo vínculo es bastante complica-

do de demostrar.  

Sobre todo los asuntos que invo-

lucran el uso de la Inteligencia Arti-

ficial son los que han destapado los 

inconvenientes en el rastreo de la 

fuente de la violencia y otros retos 

técnicos y jurídicos. Ésta es la razón 

de que, a pesar de que estas leyes 

llevan varios años en vigor, pocos 

casos de violencia digital y mediáti-

ca han alcanzado instancias judicia-

les hasta el momento.

Pese a los avances y a su adop-

ción en todo el país, lo cierto es que 

la redacción de estos tipos de vio-

lencia en las distintas normativas lo- 

cales es compleja y ha derivado en 

Foto: Archivo.
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una aplicación desigual del marco 

legal, debido a diferencias específi-

cas en la capacidad de los sistemas 

estatales para procesar y resolver 

los casos. 

“Las instituciones políticas han 

quedado desfasadas. Tenemos ins-

tituciones del siglo XIX, con paradig-

mas del sigo XX, para gobernar so-

ciedades complejas del siglo XXI”.18 

Así lo resumió en 2018 el director 

regional del Instituto Internacional 

para la Democracia y Asistencia 

Electoral (IDEA Internacional), Da-

niel Zovatto, para describir la urgen-

cia de una transformación que ex-

cede lo tecnológico y representa un 

cambio cultural profundo al atrave-

sar prácticamente todas las esferas 

de la actividad humana. 

Frente a esta revolución 4.0, el de

safío pendiente de las autoridades 

electorales consiste, entonces, en 

diseñar modelos de gobernanza 

que superen las herencias burocrá-

ticas y verticales del pasado con 

innovaciones que tengan una re-

percusión positiva sobre nuestras 

democracias.

De allí la importancia que tiene el 

feminismo de “desdibujar las fron-

teras sin quemar los puentes”, como 

lo propone Rosi Braidotti.19 Una idea 

poderosa para exigir políticas públi-

cas que abran caminos e inviten a 

transitar de lugares inhóspitos a es-

pacios habitables para todos, todas 

y todes.
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Los mecanismos
de participación
en Chihuahua
Fryda Libertad Licano Ramírez
Consejera Electora del Instituto Estatal Electoral Chihuahua

Foto: Instagram IEEChih.

La democracia participativa, como 

propuesta conceptual, tiene una 

historia reciente; entre los textos pri-

migenios se encuentra el de la poli-

tóloga inglesa Carol Pateman (1970) 

“Participación y teoría democrática”. 

Pateman hace una severa crítica a 

la teoría liberal democrática, espe-

cíficamente a los valores que enar-

bola: igualdad y libertad, partiendo 

del reconocimiento de profundas 

desigualdades de género, sociales, 

culturales y étnicas, que más bien 

propician diversas formas de exclu-

sión. Así, durante las últimas déca-

das se ha acuñado un nuevo tipo 

de democracia —que lejos de des-

preciar aquella que denominamos 

“democracia representativa”, le ins-

tala espacios sociales específicos—, 

producto de mecanismos legales 

que presuponen la posibilidad de 

ejercer el derecho humano a la par-

ticipación ciudadana, que no es otra 

cosa que la capacidad de incidencia 

real de la ciudadanía en las decisio-

nes públicas y la relativa igualdad de 

las personas. Esta democracia no se 

limita al ámbito electoral, sino que 

detona prácticas sociales —debate, 

discusión, decisión y exigencia ciu-

dadana— en campos cada vez más 

amplios de las políticas públicas.

Esta democracia demanda un 

cierto nivel de ciudadanía, activa y 

maximalista, que busca informarse 

constantemente sobre los asuntos 

públicos y que cuenta con la volun-

tad de participar directamente en 

las decisiones públicas y la aspira-

ción de influir, a través de su parti-

cipación colectiva, en la solución de 

problemas sociales. El caso de Chi-

huahua puede ser un buen ejemplo 

y, quizá, uno digno de análisis, pues 

a partir de la emisión de la Ley de 

Participación Ciudadana del Esta-

do1 en 2018 (H. Congreso del Estado 

de Chihuahua, 2024), diversos gru-

pos de la sociedad han demostrado 
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interés por ejercer su derecho a par-

ticipar y se han apropiado de la ley, 

al solicitar 16 mecanismos de parti-

cipación política al Instituto Estatal 

Electoral2 (autoridad encargada de 

su organización); 11 consultas pú-

blicas, y no pocos mecanismos de 

índole social que fueron organiza-

dos por autoridades principalmen-

te municipales, como es el caso 

de los presupuestos participativos 

celebrados en los municipios de 

Camargo, Chihuahua, Cuauhtémoc, 

Delicias, Hidalgo del Parral, Juárez, 

Madera y Saucillo (Instituto Estatal 

Electoral, 2024). 

Paralelamente a la emisión de 

la LPCCh, se publicó la reforma a la 

Constitución Política del Estado de 

Chihuahua, para reconocer, en su ar-

tículo 4, el derecho humano a la par-

ticipación ciudadana, a la que define: 

“como la capacidad de las personas 

para intervenir en las decisiones de 

la administración pública, deliberar, 

discutir y cooperar con las autorida-

des, así como para incidir en la for-

mulación, ejecución y evaluación de 

las políticas y actos de gobierno, a 

través de los instrumentos que prevé 

la legislación aplicable” (H. Congreso 

del Estado de Chihuahua, 2024). Ya 

en el cuerpo de la LPCCh se contem-

plan dos formas de participación ciu-

dadana: la política y la social. La par-

ticipación política entendida como 

la capacidad de la ciudadanía para 

ejercer los instrumentos de iniciativa 

ciudadana, plebiscito, referéndum y 

revocación de mandato y, la parti-

cipación social como la capacidad 

de quienes habitan el estado para 

ejercer instrumentos tales como au-

diencias públicas, consultas públicas, 

consejos consultivos, comités de 

participación, planeación participa-

tiva, presupuesto participativo, cabil-

do abierto, contralorías sociales, co-

laboración ciudadana y mecanismos 

para niñas, niños y adolescentes, sin 

que sea necesario haber cumplido 

la mayoría de edad, para promover la 

participiación de dichos sectores de 

la población.

Este artículo presenta —de ma-

nera sucinta— los mecanismos de 

participación ciudadana contenidos 

en la LPCCh, así como el caso más 

emblemático entre los organizados 

por el IEE: el Plebiscito Chihuahua 

2019, el cual puso a consideración de 

la ciudadanía de la capital del estado 

un proyecto de alumbrado público 

municipal. 

Mecanismos de
 participación política

Iniciativa ciudadana: la ciudadanía 

ejerce su derecho a proponer la 

expedición, reforma, derogación o 

abrogación de leyes estatales ante 

el Poder Legislativo, así como la re-

forma de la Constitución Política 

del Estado; y la expedición, reforma, 

derogación o abrogación de regla-

mentos estatales o municipales. La 

solicitud debe ser apoyada por un 

número equivalente al menos al 

0.1% de las personas inscritas en la 

lista nominal que corresponda.

Plebiscito: mediante el plebiscito 

se someten a consideración de la 

ciudadanía los actos o decisiones 

materialmente administrativas del 

Poder Ejecutivo del estado y de los 

Ayuntamientos. Existen excepciones, 

la ley señala que no podrá solicitarse 

contra el nombramiento de perso-

nas servidoras públicas, ni contra la 

determinación de algún precio, tarifa 

o contribución. En el ámbito estatal, 

la ciudadanía podrá solicitarlo en un 

número equivalente al 0.5% del to-

tal de la lista nominal. En el caso de 

municipios, los números de apoyo 

ciudadano varían según la dimen-

sión de la lista nominal, y van desde 

el 0.5 al 5% de las personas inscritas 

en la lista nominal correspondiente. 

Respecto a lo vinculante del resulta-

do, en un plebiscito estatal deberán 

votar al menos el equivalente al 15% 

de la ciudadanía inscrita en la lista 

nominal; en los plebiscitos munici-

pales también varía el umbral míni-

mo de participación desde el 10 has-

ta el 25% del total de la ciudadanía 

inscrita.

Referéndum: esta consulta permi-

te a la ciudadanía manifiestar su 
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aprobación o rechazo respecto de 

la expedición, reforma, derogación 

o abrogación de leyes, y sobre la 

expedición o reforma de reglamen-

tos y disposiciones administrativas 

generales, estatales o municipales; 

así, el referéndum puede ser cons-

titucional, cuando se trate de una 

reforma a la Constitución local; le-

gislativo, cuando se trate de la ex-

pedición de una nueva ley, de la 

reforma, derogación o abrogación 

de ésta, cuya competencia corres-

ponda al Congreso del estado; ad-

ministrativo estatal, cuando se trate 

de una nueva disposición reglamen-

taria o administrativa de efectos 

generales o de su modificación, en 

el ámbito de competencia del Poder 

Ejecutivo del estado; y administrati-

vo municipal, cuando se trate de una 

nueva disposición reglamentaria o 

administrativa de efectos generales 

o de su modificación, en el ámbito 

de competencia de un Ayuntamien-

to. En los mismos porcentajes que 

un plebiscito, la solicitud debe ser 

respaldada por un número de fir-

mas que varía según el ámbito del 

referéndum y superar los mismos 

umbrales de participación durante 

la jornada de consulta.

Revocación de mandato: este ins-

trumento de consulta permite a la 

ciudadanía pronunciarse median-

te sufragio libre, directo, secreto y 

universal, sobre la terminación an-

ticipada del periodo de gestión de 

quienes ostenten la titularidad del 

Poder Ejecutivo del estado, las dipu- 

taciones locales, las presidencias 

municipales y las sindicaturas. Para 

la revocación de mandato de quien 

ocupa la titularidad del Poder Eje-

cutivo del estado, se requiere un nú-

mero equivalente, al menos al 10% 

de la lista nominal del estado, en la 

mitad más uno de los municipios de 

la entidad, para la procedencia 

de la solicitud; para quien ocupe 

la titularidad de una presidencia 

municipal o sindicatura, podrá ser 

solicitada por el 20% de la ciuda-

danía registrada en la lista nominal 

del municipio, cuando las personas 

electoras sean hasta 5000; el 17% 

de la ciudadanía registrada en la 

lista nominal del municipio, cuan-

do las y los electores sean más de 

5000 y hasta 50 000; el 9% de la 

ciudadanía registrada en la lista 

nominal del municipio, cuando las 

personas electoras sean más de 

50 000 y menos de 150 000; y el 5% 

de las y los ciudadanos registrados 

en la lista nominal del municipio, 

cuando las personas electoras sean 

más de 150 000. En el caso de la re-

vocación de mandato de una dipu-

tación obtenida por el principio de 

mayoría relativa, podrá ser solicita-

da por al menos el 10% de la ciuda-

danía registrada en la lista nominal, 

del distrito electoral que represente; 

y tratándose de diputaciones por el 

principio de representación propor-

cional, deberá tomarse como base 

el 1.5% de la lista nominal estatal.
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Mecanismos de
participación social 

Audiencias públicas: este instrumen- 

to dirigido a quienes habitan el te-

rritorio estatal sirve para proponer 

de manera directa a los Poderes 

Ejecutivo y Legislativo, así como a 

los ayuntamientos, la adopción de 

acuerdos o la realización de accio-

nes de su competencia; solicitar y 

recibir información sobre las actua-

ciones de los órganos que integran 

la administración pública estatal y 

municipal; formular las peticiones, 

propuestas o quejas relacionadas 

con las funciones públicas, y emitir 

opinión respecto al cumplimiento de 

los programas y actos de gobierno.

Consulta pública: mediante este ins- 

trumento las personas habitantes 

del estado expresan sus opiniones 

y formulan propuestas para la re-

solución de problemáticas sociales. 

Es solicitada ante el IEE y organiza-

da por éste cuando se trata de un 

tema de alcance estatal, o ante el 

Ayuntamiento respectivo cuando se 

trata de un tema del ámbito muni-

cipal. Cuando la mayoría de quienes 

participan se expresa en un mismo 

sentido, el resultado será indicativo, 

pero no vinculante para la autoridad.

Consejos consultivos: estas instan-

cias aportan asesoría, opinión, pro-

posición, seguimiento y evaluación 

de los programas, proyectos y ac-

ciones de la administración pública 

estatal y municipal. Los consejos 

consultivos funcionan bajo el cargo 

de las dependencias, organismos o 

entidades de la administración pú-

blica estatal y municipal que así lo 

consideren oportuno, y son integra-

dos por personas representantes 

del gobierno y de la sociedad civil.

Comités de participación: los comi-

tés de participación son los órganos 

de información, consulta, promo-

ción, gestión social y colaboración 

vecinal según lo dispuesto por el 

Código Municipal para el Estado de 

Chihuahua.

Planeación participativa: por me-

dio de la planeación participativa 

personas habitantes del estado 

participan en la elaboración, actua-

lización, vigilancia y evaluación de 

los instrumentos incluidos en la Ley 

de Planeación del Estado.

Presupuesto Participativo: el Pre-

supuesto Participativo es un me-

canismo de gestión y participación 

social mediante el cual quienes ha-

bitan en cada municipio deciden 

sobre el destino de un porcentaje 

del presupuesto de egresos muni-

cipal de cada año, a través de con-

sultas directas a la población. Cada 

ayuntamiento debe destinar como 

mínimo un monto equivalente al 

5% de sus ingresos de libre dispo-

sición, en los términos de la Ley de 

Disciplina Financiera de las Entida-

des Federativas y los Municipios. 

Para su implementación, el muni-

cipio debe emitir una convocatoria 

pública que incluya la metodología 

a utilizar para realizar la consulta y la 

duración del proceso, los proyectos 

que se someterán a consideración 

y el monto de los recursos públicos 

que se destinarán a la ejecución 

del proyecto. También la autoridad 

municipal debe llevar a cabo la vo-

tación de los proyectos, cómputo, 

validación y publicación de resulta-

dos; la ejecución de los proyectos y 

la presentación del informe de re-

sultados. 

Cabildo abierto: este instrumento 

permite a quienes habitan en un 

municipio participar directamente 

con voz en las sesiones ordinarias y 

extraordinarias de su ayuntamiento 

en los asuntos del orden del día.

Contralorías sociales: las contralo-

rías sociales son instrumentos que 

hacen posible la verificación de la 

correcta ejecución de los progra-

mas de gobierno, así como la co-

rrecta, legal y eficiente aplicación de 

los recursos públicos. Para su ejer-

cicio, se deberá presentar solicitud 

por escrito ante la autoridad corres-

pondiente, la cual estará obligada a 

proporcionar la información y docu-

mentación solicitada en términos de 
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la Ley de Transparencia, así como de 

la Ley de Protección de Datos Per-

sonales del Estado. Este instrumen-

to no podrá responder a intereses 

político-partidistas, religiosos, eco-

nómicos o cualquiera que resulte 

incompatible con los fines propios 

de su naturaleza; tampoco podrán 

obstaculizar la ejecución de la ac-

tividad pública. Sus integrantes no 

recibirán remuneración alguna por 

parte de los poderes públicos.

Colaboración ciudadana: la cola-

boración ciudadana consiste en 

que los habitantes del estado, de 

manera voluntaria, participan en la 

ejecución de una obra, prestación 

de un servicio existente, aportando 

recursos económicos, materiales o 

trabajo personal. La persona intere-

sada en colaborar presenta una soli-

citud por escrito ante la dependen-

cia estatal o municipal que vaya a 

efectuar la obra o servicio. La auto-

ridad debe fundar y motivar razones 

para no aceptarla, en un término no 

mayor a tres días hábiles desde la 

recepción de la solicitud.

Mecanismos para niñas, niños y 
adolescentes: las niñas, niños y ado- 

lescentes chihuahuenses tienen de-

recho a la participación en los ins-

trumentos establecidos en la LPCCh, 

sin más limitación que la que sea 

pertinente por su condición de edad, 

desarrollo cognoscitivo y madurez, 

conforme a las Leyes General y Es-

tatal de los Derechos de Niñas, Ni-

ños y Adolescentes. 

Plebiscito Chihuahua 2019
En el mes de mayo de 2019, se pre-

sentaron ante el IEE dos solicitudes 

de inicio de plebiscito, ambas busca-

ban someter a consulta el acuerdo 

emitido por el Cabildo del Ayunta-

miento del Municipio de Chihuahua, 

de fecha 26 de abril de 2019, por el 

que se aprobó la concesión por un 

término de hasta 15 años para la 

prestación del servicio de alumbra-

do público y el proyecto de recon-

versión tecnológica del Sistema de 

Alumbrado Público del Municipio 

de Chihuahua. 

Después de revisar el cumpli-

miento de los requisitos formales, 

en el mes de junio del mismo año, 

el Consejo Estatal del IEE decla- 

ró procedentes ambas solicitudes, 

así como su acumulación. Además, 

aprobó la pregunta: ¿Estás a favor 

del acuerdo aprobado por el Ayunta-

miento de Chihuahua el 26 de abril 

de 2019, denominado “Iluminamos 

Chihuahua” que autoriza concesionar 

la prestación del Servicio Alumbrado 

Público del Municipio de Chihuahua 

por un máximo de 15 años?

A partir de dictar la procedencia, 

las personas promoventes contaron 

con 90 días naturales para recabar 

—mediante la plataforma del Institu-

to Nacional Electoral— el respaldo 

ciudadano. En términos de la LPCCh, 

debían reunir al menos 0.5% de la 

lista nominal del municipio, es decir, 

3 424 firmas. El plazo concluyó el 28 

de septiembre y se entregaron por 

las personas promoventes un total 

de 4 018 firmas válidas.

El 20 de octubre, el Consejo Esta-

tal aprobó el modelo de votación a 

través de urnas electrónicas, la Con-

vocatoria, el Plan Integral y el Ca-

lendario del plebiscito; este último 

estipuló el domingo 24 de noviem-

bre de 2019 como el día en el que se 

celebraría la jornada plebiscitaria y 

la ciudadanía podría emitir su voto 

en un horario de 8:00 a 18:00 horas. 

En observancia de la propia Ley, el 

plebiscito tendría un efecto vincu-

lante para la autoridad municipal en 

caso de alcanzar una participación 

equivalente al 10% o más de la lista 

nominal municipal.

El IEE realizó la promoción del 

mecanismo entre la ciudadanía, así 

como la emisión del voto informa-

do; para ello, organizó el foro “Ple-

biscito Chihuahua 2019”, un espacio 

donde se expusieron ideas y postu-

ras por parte de promoventes y la 

autoridad municipal; el evento fue 

transmitido en vivo, con señal abier-

ta a los medios de comunicación. 

La difusión del foro alcanzó más de 

37 000 reproducciones en las pla-

taformas de Facebook  y Youtube 

del IEE. Además, a partir de la apro-

bación de la Convocatoria y hasta 

el día de la jornada plebiscitaria se 

hizo uso de medios tradicionales 
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como radio, televisión, periódicos, 

impresos y digitales, redes sociales 

(Facebook y Twitter), así como di-

fusión en la vía pública (perifoneo 

en 70 colonias populares, volanteo, 

vallas móviles, entrega de artículos 

promocionales y demostraciones 

físicas de la urna electrónica). Asi-

mismo, consejerías del IEE acudieron 

a entrevistas en las radiodifusoras y 

televisoras; se realizaron ruedas de 

prensa, cápsulas informativas, spots 

y videos promocionales. También 

se puso en marcha El Gordo Cívico 

“Dedo marcado… descuento asegu-

rado”, como iniciativa de promoción 

con el apoyo de comercios y ne-

gocios que ofrecían descuentos el 

día del plebiscito a la persona que 

mostrara su dedo marcado. Final-

mente, se realizaron conversatorios 

dirigidos a estudiantes y personas 

catedráticas en cinco instituciones 

de educación superior. 

Se instalaron 188 mesas recepto-

ras de votación (MRV), con dos urnas 

electrónicas cada una; el funciona- 

riado de las mesas ocuparía una 

Presidencia, una Secretaría y una Es-

crutadoría, además se nombró una 

persona como auxiliar operadora 

de urna por mesa. Con el objetivo 

de promover la participación de las 

juventudes y aprovechar sus habili-

dades en el manejo de tecnologías 

de la información y la comunicación, 

el Consejo consideró como factor 

para ser designado funcionariado la 

edad de la persona. 

El cómputo del plebiscito arrojó 

una participación de 62 032 ciuda-

danas y ciudadanos que emitieron 

su voto durante la jornada; de los 

cuales, 26 501 personas votaron 

“Sí”; 35 229 optaron por “No” estar a 

favor del acuerdo aprobado por la 

autoridad municipal; 302 personas 

se decantaron por anular su voto. 

El porcentaje de participación ciu-

dadana, respecto a la lista nominal 

del Municipio de Chihuahua, fue del 

8.9431%, se quedó a 7,331 votos de 

ser vinculante. Sin embargo, la Pre-

sidenta Municipal, maestra María 

Eugenia Campos Galván, reconoció 

y respetó el resultado, retirando el 

proyecto de alumbrado público en 

la siguiente sesión del cabildo (Net-

noticias.mx, 2019). 

A manera de reflexiones finales, 

se puede señalar que ante la im-

plementación de los mecanismos 

de participación ciudadana en Chi-

huahua y su cada vez mayor apro-

vechamiento por parte de las per-

sonas, es necesario preguntarnos 

cuáles deben ser las condiciones 

que garanticen un genuino empo-

deramiento de la ciudadanía; qué 

herramientas de información, trans-

parencia y rendición de cuentas de-

ben ponerse a su alcance para que 

su incidencia sea realmente efec-

tiva; cuál debe ser la ruta que siga 

el IEE para apropiarse de una pers-

pectiva ciudadana que impulse me-

didas que amplíen el ejercicio del 

derecho humano a la participación 
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Adaptación del viejo 
constitucionalismo
a la era digital
Mónica Lozano Ayala
Magistrada en funciones de la Sala Especializada 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Foto: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Nuevamente el pasado Proceso Elec- 

toral Federal 2023-2024 dejó esta-

blecido que las nuevas tecnologías 

ocupan los mayores espacios de co-

municación política; por ello, el Tribu-

nal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación (TEPJF) hace un esfuerzo 

cada vez mayor y constante —por-

que así es su evolución— para la ac-

tualización, el análisis y el diálogo del 

uso de las nuevas tecnologías (TIC) a 

nivel mundial. “Sus implicaciones de 

carácter social, económico, ético y 

legal son temas de reflexión y debate 

alrededor del mundo” (Grigore, A., 

2022), pues irremediablemente está 

incidiendo y afectando todos los 

ámbitos, y por supuesto también el 

de la democracia y los derechos hu-

manos. Dicho análisis es el propósito 

de estas líneas. 

En efecto, en las pasadas cam-

pañas electorales, la virtualidad fue 

usada indiscriminadamente por pa- 

rtidos políticos, candidaturas, fun-

cionariado público, personas perio-

No podemos seguir reaccionando tardíamente 

a los efectos de la IA […] para enfrentarnos luego 

a sus casi inevitables consecuencias sobre los 

derechos humanos.

Michelle Bachelet

distas, líderes de opinión, etcétera, 

con el fin de difundir propaganda 

política, gubernamental y electoral, 

con novedosas y mejores estrate-

gias de comunicación, para cumplir 

con sus propósitos; desafortunada-

mente, la mayoría de las veces ale-

jados de cuidar y propiciar un voto 

informado en la ciudadanía. 

Actualmente podemos afirmar 

que más del 80% de las infraccio-

nes que se denuncian en la Sala Re-

gional Especializada (SRE) del TEPJF, 

suceden en redes sociales, sobre 

todo en algunos rubros como el de 

violencia política contra las mujeres 

en razón de género (VPMRG) y el de 

la protección de los derechos de las 

infancias.

En este contexto, el papel de la 

aún existente Sala Especializada ha 

sido fundamental, recordemos que 

fue creada por la Reforma Electo-

ral de 2014 para cuidar la legalidad 

del modelo de comunicación políti-

ca. En ese entonces se centró en la 
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comunicación transmitida en radio 

y televisión que eran los principales 

medios de comunicación usados 

para estos fines; sin embargo, en 

poco tiempo la propaganda empe-

zó a ser exponencial en las redes so-

ciales y poco a poco fue ocupando 

más espacios y teniendo más im-

pacto que en radio y televisión.

Así la Sala Especializada se ha 

enfrentado a casos muy complejos, 

como los siguientes:

El anonimato en las redes o publi-

caciones de personas que usan 

nombres y perfiles falsos, estos 

casos normalmente requieren 

una prolongada y difícil investiga-

ción para conocer la identidad de 

quiénes son las personas respon-

sables de una publicación (Loza-

no, M., 2024).

Las cláusulas de las empresas 

administradoras de la propagan-

da de las candidaturas son poco 

claras, cuando las hay.1

Determinar las implicaciones de 

que se arrobe a alguna candida-

tura como, por ejemplo, poder te-

ner la certeza de que la persona 

candidata arrobada conoció esa 

publicación y obtuvo algún tipo 

de beneficio y, en consecuencia, 

algún nivel de responsabilidad.2

Definir si una cuenta de cualquier 

red social que pertenezca a al-

guna persona del funcionariado 

debe considerarse pública o pri-

vada.3

Lo efímero de las publicaciones 

en las historias de Facebook e 

Instagram que impiden que el 

Instituto Nacional Electoral (INE) 

pueda certificarlas.4

La participación de figuras públicas 

(actores, actrices, influencers, you-

tubers) en una estrategia propa-

gandística en periodo de reflexión, 

conocido como de veda electoral 

(periodo prohibido) en plataformas 

como TikTok e Instagram.5

La promoción personalizada y 

otras infracciones por la apari-

ción de una funcionaria pública 

en una película disponible en una 

plataforma de contenido digital 

(Netflix) con acceso vía internet.6

En todos los casos relacionados con 

redes sociales, las autoridades elec-

torales se topan con muchos obs- 

táculos, porque las empresas que 

alojan estas plataformas no se en- 

cuentran establecidas en este país 

y se rigen por sus propias normas. 

Muchas veces las autoridades 

cuentan con “cierta voluntad” de 

colaboración, pero con la adverten-

cia de que no les rige nuestra legis-

lación. Esta circunstancia complica 

muchísimo las investigaciones y/o 

los cumplimientos de las senten-

cias que las involucran.

Los anteriores son sólo algunos 

ejemplos en los que la Sala Espe-

cializada acude a todo el concierto 

constitucional y convencional, a los 

criterios de la Sala Superior, deba-

tes internos y a profundas reflexio-

nes transversales para poder decidir 

sobre la legalidad o ilegalidad de di-

chas publicaciones. 

Foto: INE.

Foto: Archivo.
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Es así como se ha generado la 

copiosa línea jurisprudencial, que ha 

ido evolucionando para poder ade-

cuar la normativa del “mundo físico” 

al “mundo virtual”.

Pero eso no es todo, ahora la rele-

vancia del uso de las redes sociales 

está dando un giro con la aparición 

de impensables posibilidades con 

la Inteligencia Artificial (IA).7 Nueva-

mente el dominio exponencial de 

las TIC requiere de respuestas inme-

diatas en el Estado de Derecho.

Lo que sucede en internet evo-

luciona, y lo hace de manera muy 

rápida, su expansión modifica día a 

día la vida cotidiana y los patrones 

de la forma en que nos relaciona-

mos como sociedad. Esto repercute 

definitivamente en la aplicación del 

derecho.

Las fake news (noticias falsas), las 

deep fake8 (apariencia de realidad), 

los bots (programas automatizados 

que simulan interacción humana), 

la configuración de los algoritmos 

(conjunto de procesos para predecir 

patrones de datos), la facilidad del 

anonimato y un largo etcétera, au-

mentan la posibilidad de manipular, 

de violar la ley, de engañar, de desin-

formar, de hacer simulaciones (frau-

des a la ley), todo lo anterior con la 

intención de generar un impacto en 

la opinión pública, y en el tema que 

nos ocupa, de incidir en las decisio-

nes electorales de la ciudadanía y 

sus terribles consecuencias.

De esta forma surge tensión en-

tre diferentes valores protegidos por 

el derecho: la libertad de expresión, el 

derecho a la información, la posibili-

dad de vivir una vida libre de violen- 

cia para las mujeres en la política, 

la protección del interés superior 

de la niñez y, por supuesto, el conte-

nido de la democracia.

Es pertinente mencionar que, en 

este reciente proceso electoral, la 

Sala Especializada recibió denun-

cias con publicaciones generadas 

por IA.9 En algunas no se denunció 

el uso de dicha tecnología y no fue 

necesario su análisis; sin embargo, 

era inminente que esto sucedería y 

que tendría que entrar a ese nuevo 

mundo, fue así que el 1.° de agosto 

de 202410 se dictó la primera sen-

tencia de este tipo.

Este primer asunto versó sobre 

la imagen de un niño que parecía 

una persona real en un contexto 

muy dramático: su imagen en un 

portarretratos junto a una urna 

blanca con la figura de un ángel do-

rado en realce, también dos ramos 

de flores y dos velas blancas; en re-

sumen, recreaba un altar en honor a 

la memoria de un hijo perdido. 

En dicho spot un partido político 

hizo una dura crítica al desempeño 

del gobierno en materia de salud, 

razón por la cual supuestamente el 

niño había fallecido. Su intención: 

posicionarse en las preferencias 

electorales. 

El partido demandado presentó 

documentos que acreditaban que 

dicha imagen había sido creada por 

IA, es decir, que no era la imagen de 

una persona, sino que su origen era 

artificial,11 aunque no agregó en la 

fotografía ninguna marca de agua 

o huella digital que hiciera paten-

te para la ciudadanía su supuesta 

creación a través de la IA.

Es relevante mencionar que una 

imagen de IA es muy difícil de de-

Foto: Archivo.
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tectar como irreal,12 además de que, 

por ejemplo, una foto con un filtro 

es considerada como hecha por la 

IA, pero aun así es muy fácil identifi-

car a la persona real que originó di-

cha imagen, por lo tanto, el grado de 

distorsión de una imagen es imposi-

ble de determinar sin herramientas 

sofisticadas.

El proyecto de la Sala Especia-

lizada, después de ser largamente 

discutido, fue aprobado por mayoría 

de votos y declaró la existencia de 

la vulneración al interés superior 

de la niñez atribuida al partido de-

nunciado, por lo que se le impuso 

una multa.

Dicha sentencia fue impugnada, 

en consecuencia, la Sala Superior la 

revisó y, al no estar de acuerdo con 

el criterio en el tema que nos ocupa, 

la revocó y dictó la sentencia defi-

nitiva.13 

Es importante mencionar que 

en ambas sentencias (la de prime-

ra y la de segunda instancia) fueron 

considerados, desde diferentes in-

terpretaciones, enfoques y puntos 

de vista, los estándares de cuidado 

y protección de las infancias.

En ese sentido, la Sala Superior 

vinculó al Consejo General del INE 

en plenitud de atribuciones para 

que modifique los Lineamientos 

para la protección de los derechos de 

niñas, niños y adolescentes en mate-

ria político-electoral:

a fin de que establezca los meca-

nismos de certificación y/o verifi-

cación que estime necesarios 

para la difusión de imágenes de 

la niñez y adolescentes editadas 

o generadas mediante tecnolo-

gías digitales o inteligencia artifi-

cial, que permitan verificar que 

tales imágenes cumplan con las 

disposiciones constitucionales y 

legales en materia electoral.14

Lo anterior, con la finalidad de que 

la IA no ponga en peligro los dere-

chos relacionados con la identidad, 

imagen, privacidad y honor de una 

persona.

Para concluir, todo indica que 

los posibles impactos positivos del 

uso de las nuevas tecnologías han 

cedido a los impactos negativos y 

ponen en peligro el ejercicio de los 

derechos humanos, por ello no po-

demos pasar por alto las implicacio-

nes éticas, si lo permitimos “la Inte-

ligencia Artificial puede convertirse 

en arma a favor de la desigualdad, el 

control y la autodestrucción” (Grigo-

re, 2022).

La adaptación del viejo consti-

tucionalismo a la realidad digital ac-

tual es un desafío para las personas 

operadoras jurídicas, el uso de la IA 

está revolucionando la propaganda 

político-electoral a nivel mundial y 

esto, en consecuencia, da un giro al 

análisis de las controversias que se 

suscitan. 

Esto deja claras dos cosas: “1) 

la importancia de que la judicatura 

electoral estudie a fondo la Inteli-

gencia Artificial para analizar y re-

solver conforme a derecho los ca-

sos que involucren esta tecnología; 

y 2) que el derecho es una disciplina 

de estudio y preparación constante, 

enfocada en el bienestar de la po-

blación”.15

Al final, ante tantas dificultades 

regulatorias por estar sometido este 

tema a poderosos agentes globales 

y a grandes intereses económicos 

mundiales, hoy más que nunca ne-

Foto: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Foto: Archivo.
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Introducción
Desde el origen de la humanidad, 

la comunicación ha sido una nece-

sidad y, con el paso del tiempo, los 

seres humanos hemos evoluciona-

do, al igual que lo han hecho las dis-

tintas formas de comunicarnos. La 

revolución tecnológica ha contribui-

do en gran medida a la transforma-

ción en la forma en la que nos co-

municamos, interactuamos y nos 

relacionamos, sobre todo, cuando 

se trata del uso de las Tecnologías 

de la Información y las Comunica-

ciones (TIC) y, con esto, se ha dado 

la llegada de las redes sociales. 

Si bien, hay registros de las pri-

meras redes sociales en los años 90 

fue en los años 2000 que cobraron 

popularidad con la aparición de la 

redes sociales Facebook, en 2004 

(ahora Meta Platforms, Inc.), YouTu-

be en 2005, Twitter en 2006 (ahora 

llamada X), WhatsApp en 2009, Ins-

tagram en 2010 y TikTok en 2018; es-

tas son las más utilizadas en México 

y en gran parte del mundo.

Originalmente, las redes sociales 

surgieron como plataformas de en-

tretenimiento, para interactuar y re-

lacionarse vía remota; con el tiem-

po sus propósitos se han expandido 

significativamente, hasta llegar a 

convertirse en un canal fundamen-

tal para compartir y consumir infor-

mación, especialmente en momen-

tos de campañas electorales. Las 

redes sociales permiten a figuras 

públicas, partidos y candidaturas 

comunicarse directamente con el 
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electorado y promover sus agendas 

políticas.1 Esto último, puede perci-

birse como una nueva dinámica de 

la comunicación política y electoral 

en el mundo, en el marco de una 

democracia que se adapta al nuevo 

ecosistema digital.

En México, las plataformas digi-

tales han permitido que candidatu-

ras, partidos políticos y ciudadanía 

interactúen de una forma inédita, 

transformando la manera en la que 

se accede a la información y am-

pliando los canales de participación 

ciudadana; además, han reducido 

la dependencia de los medios tra-

dicionales y han otorgado al electo-

rado mayor capacidad para dialogar, 

cuestionar e involucrarse en los pro-

cesos democráticos. Sin embargo, 

esta transición al entorno virtual ha 

tenido ventajas y desventajas, dado 

los fenómenos de las noticias falsas 

y de la violencia en la arena digital 

por el uso de las redes sociales.

Así, este artículo pretende anali-

zar el impacto de las redes sociales 

en el contexto electoral, abordando 

sus oportunidades y desafíos en la 

consolidación de una democracia 

inclusiva e informada, así como su 

contribución al fomento de los va-

lores democráticos.

Democracia en la era digital
y el uso de las redes sociales
El auge de las redes sociales ha 

creado un nuevo espacio de inte-

racción democrática donde la ciu-

dadanía puede informarse, debatir 

y participar activamente en la vida 

política. 

En los procesos electorales, pla-

taformas como Facebook, Twitter 

e Instagram se convierten en he-

rramientas clave para la difusión 

de contenidos políticos. Los algo-

ritmos de estas herramientas di-

gitales permiten que los mensajes 

lleguen a audiencias específicas, lo 

que ofrece a los partidos políticos 

y a las candidatas y candidatos la 

oportunidad de establecer un víncu- 

lo más cercano con el electorado, 

personalizar sus mensajes y adap-

tarlos rápidamente a las demandas 

de la ciudadanía. Esta inmediatez y 

accesibilidad han reconfigurado el 

panorama electoral, donde los con-

tenidos digitales desempeñan un 

papel protagónico en la formación 

de opiniones y decisiones de voto.

La Asociación de Internet MX 

reporta que en 2023 el 90% de las 

personas usuarias de internet en 

México emplearon redes sociales 

de manera regular, lo cual subraya 

el impacto que estas plataformas 

pueden tener en la formación de 

opiniones políticas y en la motiva-

ción al voto. Este acceso democra-

tizado a la información permite a 

las personas contar con un abani-

co amplio de perspectivas, aunque 

también plantea desafíos en cuan-

to a la veracidad de la información 

disponible.2

Edades que usan más las 
redes sociales (impacto en las 
juventudes)
Uno de los aspectos más relevantes 

del impacto de las redes sociales en 

el contexto electoral es el predomi-



33

Foto: Archivo.

Foto: Archivo.

nio de las juventudes en el uso de 

estas plataformas. Según datos del 

Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (INEGI), el 75% de las per-

sonas usuarias de redes sociales en 

México tiene entre 18 y 35 años, gru-

po que representa un segmento cla-

ve del electorado.3 Esta tendencia 

ha llevado a los partidos políticos a 

adaptar sus campañas para captar 

la atención de este target, utilizan-

do mensajes y formatos más diná-

micos y visuales que apelan a sus 

intereses.

Al involucrar a este sector de 

la población, las redes sociales 

contribuyen a cerrar la brecha de 

participación política que tradi-

cionalmente afecta a las personas 

jóvenes, incentivando su interés y 

compromiso con los procesos de-

mocráticos.4 La fuerte presencia de 

juventudes en las redes sociales ha 

impulsado nuevas estrategias de 

comunicación política que van más 

allá de los formatos tradicionales. 

Plataformas como TikTok, Insta-

gram y YouTube se han convertido 

en escenarios en los que los men-

sajes políticos adoptan narrativas 

creativas, humorísticas o emotivas, 

diseñadas con la intención de que 

se viralicen y conecten emocio-

nalmente con esta audiencia, para 

aumentar la participación de las ju-

ventudes. En la actualidad, este fe-

nómeno redefine la forma de hacer 

campañas políticas y también plan-

tea desafíos importantes, como la 

tendencia a priorizar contenido su-

perficial o viral sobre mensajes sus-

tanciales.

Información y desinformación 
La difusión de noticias falsas es uno 

de los grandes desafíos que enfrenta 

el uso de las redes sociales en el con-

texto electoral. La desinformación 

puede ser utilizada para influir en la 

opinión pública de manera intencio-

nada, distorsionando la percepción 

de las personas votantes sobre can-

didaturas o temas políticos.

Con el fin de destacar el riesgo 

que representa la desinformación 

en estos contextos, según un es-

tudio de Verificado MX, durante 

las elecciones de 2024 en México 

circularon diversas noticias falsas 

sobre irregularidades en la votación, 

que fueron verificadas y luego des-

mentidas.5

Para mitigar este fenómeno, pla-

taformas como Facebook y Twitter 

han implementado herramientas 

de verificación de información en 

colaboración con medios de comu-

nicación, organizaciones indepen-

dientes e institutos electorales; sin 
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embargo, la velocidad con la que se 

difunden las noticias en redes so-

ciales sigue representando un de-

safío, ya que las personas usuarias 

tienden a compartir información sin 

verificar su autenticidad.6

Un fenómeno alarmante es el 

uso de herramientas de Inteligen-

cia Artificial (IA), como el deepfake, 

para crear videos falsos altamente 

realistas que distorsionan la verdad. 

Tecnologías utilizadas para fabricar 

declaraciones o acciones atribuidas 

a las candidaturas, alterando la per-

cepción pública y polarizando aún 

más a las y los votantes. Los algo-

ritmos de la IA pueden generar imá-

genes o textos engañosos que se 

viralizan rápidamente. La creciente 

sofisticación de estas técnicas su-

braya la importancia de fortalecer 

los mecanismos de verificación y 

educar a la ciudadanía, para identi-

ficar contenido falso en un entorno 

digital cada vez más complejo.

Impacto en la participación 
ciudadana
Las redes sociales han tenido un 

impacto positivo en la participación 

ciudadana, ya que permiten que 

más personas se involucren en los 

procesos electorales. Por medio de 

las herramientas digitales, la ciu-

dadanía puede acceder a informa-

ción sobre las candidaturas y las 

propuestas de una manera rápida 

y sencilla. Según la Asociación de 

Internet MX (2023), el 80% de las 

personas usuarias de redes socia-

les en México declaran utilizar estas 

plataformas para informarse sobre 

temas de interés público, incluidos 

los concernientes al contexto polí-

tico. Este hecho ha sido aprovecha-

do por los partidos políticos para 

implementar campañas electorales 

digitales con el propósito de con-

vencer al electorado joven. 

La Encuesta Nacional de Cultura 

Cívica (ENCÍVICA) 2024 refleja que 

un porcentaje significativo de la po-

blación joven considera fundamen-

tal informarse a través de medios 

digitales y redes sociales. Asimismo, 

destaca que estos medios digitales 

han sido esenciales para que la ciu-

dadanía ejerza un control más cer-

cano sobre las acciones de las can-

didaturas y personas funcionarias 

públicas, fortaleciendo así la trans-

parencia y el diálogo democrático 

en un espacio accesible para todas 

y todos.

Si bien la participación de las 

juventudes en las redes sociales 

ha crecido, persisten desafíos im-

portantes, como el control de los 

algoritmos en las plataformas, para 

evitar que se trastoque la calidad de 

la información de lo que consumen 

las y los usuarios, así como trabajar 

en una alfabetización digital, para 

navegar de manera crítica y segu-

ra en estos entornos que, a su vez, 

contribuirán a la construcción de 

una ciudadanía crítica y consciente 

del uso de las redes sociales. 

Violencia Política contra las 
Mujeres en Razón de Género,
en las redes sociales
La Violencia Política contra las Mu-

jeres en Razón de Género (VPMRG) 

en redes sociales es un fenómeno 

que afecta de manera significativa 
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la participación de las mujeres en la 

esfera pública.

MOCIBA-INEGI (2024) destaca 

que el 21.7% de las mujeres de 12 

años y más que utilizaron internet 

en los últimos 12 meses fueron víc-

timas de ciberacoso, lo que eviden-

cia las barreras para que las mujeres 

accedan y participen en espacios 

virtuales de manera segura y libre.7

La violencia digital en el contex-

to político perpetúa desigualdades 

estructurales al desincentivar la par- 

ticipación de las mujeres en la políti-

ca y limitar su acceso a espacios de 

toma de decisiones, lo que represen-

ta un obstáculo para construir una 

democracia verdaderamente inclusi- 

va y equitativa.

Para abordar esta problemática, 

organizaciones como ONU Muje-

res, el Instituto Nacional Electoral 

y los OPLE han lanzado campañas 

de sensibilización, protocolos de 

protección y redes de candidatas y 

mujeres electas; no obstante, es ne-

cesario implementar medidas más 

efectivas para erradicar este tipo de 

conductas y garantizar una partici-

pación política libre de violencia.

Caso específico: Guerrero
En el estado de Guerrero, las redes 

sociales han desempeñado un pa-

pel importante en la promoción de 

la participación ciudadana durante 

el proceso electoral 2024. El Ins-

tituto Electoral y de Participación 

Ciudadana del Estado de Guerrero 

(IEPC Guerrero) ha implementado 

diversas estrategias digitales, como 

cápsulas informativas y materiales 

educativos en redes sociales, para 

incentivar la participación y educar 

a la ciudadanía sobre la importancia 

de su voto.8

Una de las iniciativas destaca-

das es el Centro de Monitoreo de 

Medios del IEPC Guerrero9 que rea-

liza un análisis exhaustivo de la co-

bertura informativa en medios de 

comunicación, incluyendo prensa 

escrita, radio y televisión. Este mo-

nitoreo toma en cuenta que dicha 

información de los medios también 

se publica en redes sociales, lo cual 

extiende su alcance y profundiza su 

impacto en la percepción ciudada-

na, evaluando la cobertura de los 

partidos y actores políticos en Gue-

rrero. Lo anterior proporciona una 

visión clara sobre la calidad y enfo-

que de la información que recibe la 

ciudadanía.

Dado que cada vez más perso-

nas acceden a información electoral 

a través de redes sociales, el Centro 

de Monitoreo de Medios cumple 

una función clave en garantizar que 

esta información sea objetiva, acce-

sible y completa, ya que permite vi-

sibilizar cómo se abordan los temas 

electorales, identificar sesgos en la 

cobertura y ofrecer una representa-

ción más equilibrada de las fuerzas 

políticas. Por ello, facilita un acceso 

más informado para las y los guerre-

renses, como un medio para abonar 

a la cultura cívica crítica, que invite a 

cuestionar y validar la calidad de la 

información que se consume en los 

medios de comunicación.

Asimismo, el IEPC Guerrero, en 

colaboración con el Instituto Nacio-

nal Electoral (INE), a través del “Plan 

de Trabajo Conjunto para la Promo-

ción de la Participación Ciudadana 

en el Proceso Electoral Concurrente 

2023-2024”,10 ha buscado maximi-

zar el acceso a información electo-

ral confiable en plataformas digita-

les y redes sociales, particularmente 

entre sectores que suelen enfrentar 

barreras para la inclusión política, 

como las comunidades indígenas, 

afromexicanas y juventudes, asegu-

rando que la información verificada 

y equilibrada no sólo esté disponi-

ble en medios tradicionales, sino 
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también en redes sociales, que son 

una fuente primaria de información 

para muchas personas votantes. 

De este modo, se garantiza la 

transparencia del proceso electoral 

y la contribución a una participa-

ción cívica más informada y activa.

Retos y oportunidades
Las redes sociales son una herra-

mienta poderosa que ha transfor-

mado la visibilidad de nuestro com-

portamiento y las situaciones de 

nuestro entorno social y global. Sin 

embargo, esta misma apertura y li-

bertad de expresión puede ser ma-

nipulada por poderes fácticos que 

orienten las conversaciones públi-

cas, resaltando ciertos temas y ten-

dencias. Ante esto, es fundamental 

que la ciudadanía desarrolle una 

cultura cívica que sea crítica con la 

información que recibe y conscien-

te de que no toda es confiable. Para 

evitar la desinformación, debemos 

corroborar las fuentes antes de 

compartir contenido, contribuyen-

do así a una conversación más in-

formada y menos manipulada.

Asimismo, aunque el uso de las 

redes sociales es un derecho huma-

no y una extensión de la libertad de 

expresión, este derecho tiene lími-

tes, especialmente cuando se utiliza 

para desinformar o violentar a otras 

personas. La difusión de contenido 

que atenta contra la dignidad o vul-

nera los derechos de las personas va 

en contra de principios básicos de 

convivencia y afecta otros derechos 

relacionados, como el derecho a la 

privacidad, la protección de datos 

personales, el honor, la reputación 

y el libre desarrollo de la personali-

dad. Esto incluye también derechos 

sexuales y reproductivos, en el caso 

de la violencia digital que afecta de 

manera particular a mujeres y ado-

lescentes.

Al difundir información sin res-

ponsabilidad o con intenciones da-

ñinas, se pone en riesgo no sólo a 

personas específicas, sino también a 

principios democráticos fundamen-

tales, como la libertad, la seguridad, 

la igualdad y la no discriminación. 

Estas acciones crean un ambiente 

hostil que puede disuadir la partici-

pación plena y libre de la ciudadanía, 

sobre todo de aquellos sectores que 

ya enfrentan barreras de inclusión. 

Por lo tanto, es esencial promover 

una cultura de respeto y responsabi-

lidad en el uso de las redes, que per-

mita un espacio seguro y equitativo 

para la expresión y participación de 

todas las personas.

Conclusiones
El impacto de las redes sociales en 

los procesos electorales es innega-

ble. Si bien estas plataformas han 

democratizado el acceso a la infor-

mación, permitiendo que la ciuda-

danía conozca de manera directa 

los procesos democráticos, tam-

bién es fundamental abordar los 

retos que representan estas herra-

mientas, como la desinformación y 

la violencia política de género, a fin 

de garantizar que su uso contribuya 

al fortalecimiento de la democracia.

Para que el entorno digital favo-

rezca una participación libre, segura 

y equitativa es crucial que las partes 

involucradas —sociedad, partidos 

políticos, candidaturas, autoridades 

electorales y plataformas tecnoló-

gicas— asuman un papel activo en 

la promoción del uso responsable y 

ética de las redes sociales, la imple-

mentación de estrategias efectivas 

y la generación de algoritmos que 

identifiquen la información errónea, 

maliciosa o la desinformación; ade-

más de enfocarse en proteger a las 

personas usuarias y promover una 

convivencia digital en la que todas 

las voces, especialmente las de mu-

jeres, niñas y adolescentes, puedan 

expresarse sin miedo a la violencia.

Por lo que corresponde a las au-

toridades electorales, éstas pueden 

emprender diversas acciones para 

mitigar los desafíos que plantea el 

uso de redes sociales en el ámbito 

electoral, algunas que de manera 

enunciativa, mas no limitativa, po-

drían consistir en lo siguiente:

Foto: Archivo.
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Promover campañas de educación 
digital y cívica: iniciativas que sen-

sibilicen a la ciudadanía sobre la im-

portancia de verificar la información 

y evitar la difusión de noticias falsas 

pueden ayudar a construir un electo-

rado más informado y responsable.

Fortalecer la colaboración con pla- 
taformas digitales: trabajar en con-

junto con empresas de redes socia-

les, para monitorear y filtrar conte-

nidos de desinformación y violencia 

política de género en tiempo real es 

crucial, para mantener la integridad 

del proceso electoral.

Implementar protocolos de protec-
ción para víctimas de violencia digi-
tal: desarrollar políticas de atención 

y acompañamiento para candidatas 

y funcionarias que enfrentan violen-

cia en redes puede asegurar su parti-

cipación en condiciones de igualdad 

y seguridad.

Actualización de la normativa elec- 
toral: adaptar las leyes y reglamen-

tos para incluir disposiciones especí-

ficas sobre el uso de redes sociales 

en contextos electorales, incluyendo 

sanciones para quienes promuevan 

desinformación o violencia digital; 
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participación ciudadana en el proceso electoral concurrente 2023-2024, IEPC Guerrero. 
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lo anterior puede reforzar el respeto 

y la legalidad en los procesos demo-

cráticos.

En suma, las redes sociales ofre-

cen una oportunidad invaluable para 

fortalecer la cultura democrática, 

siempre y cuando se utilicen con trans- 

parencia y responsabilidad. Con la 

adopción de éstas y otras acciones, 

las autoridades pueden contribuir a 

un entorno digital más justo y segu-

ro, y aspirar así a crear una sociedad 

más informada, inclusiva y sostenible, 

donde la calidad de la democracia se 

vea reflejada en la participación libre 

y segura de toda la ciudadanía.
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La comunicación es definida como 

la transmisión de señales median-

te un código común al emisor y al 

receptor,1 es por ello que, como 

cualquier proceso humano, ha evo-

lucionado a lo largo de los siglos, 

buscando concretar la socialización 

de los grupos poblacionales a la par 

del desarrollo tecnológico, a fin de 

abrir las fronteras, formas y modali-

dades para generar y difundir infor-

mación con mayor celeridad. 

De ese modo, desde 1990 existió 

un avance considerable en materia 

de conectividad, al hacerse públi-

ca la red de internet, la cual generó 

una revolución, tecnológicamente 

hablando, pero también permitió 

la diversificación de los medios de 

comunicación distintos a la radio, la 

televisión y los periódicos, al imple-

mentarse el correo electrónico.

A partir de ello, podemos aseve-

rar que se da un paso adelante en 

materia tecnológica, lo cual gene-

ró la base para el desarrollo actual 

de las redes sociales con las que se 

cuenta en el presente, mismas que 

se definen como plataformas de 

comunicación a través de internet, 

para que las personas usuarias ge-

neren un perfil con sus datos per-

sonales; lo anterior facilita la crea-

ción de comunidades con base en 

criterios y permite la comunicación 

entre quienes la utilizan, de modo 

que pueden interactuar mediante 

mensajes, compartir información, 

imágenes o videos, dando como 

resultado publicaciones accesibles 

de forma inmediata por todas las 

personas usuarias del grupo del que 

se trate.2

Hoy en día podemos hablar de 

un flujo de información inmediato 

desde cualquier lugar del mundo en 

el que exista conexión a internet, y 

con ello una ampliación de las for-

mas de comunicación inclinadas a 

la digitalización, como las redes so-
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ciales. En el caso de México las más 

utilizadas son: Facebook, Youtube, 

Tik Tok, Facebook Messenger e Ins-

tagram, con un promedio de 90.2 

a 44 millones de personas usuarias, 

respectivamente.3

Lo anterior, demuestra que la era 

digital alcanzó preponderantemen-

te el rubro de las comunicaciones, 

y con ello las nuevas generaciones 

intercambian información por me-

dio de dichas modalidades; en la 

actualidad, el porcentaje mundial 

de personas jóvenes de entre los 15 

y 24 años con acceso a internet as-

ciende a 79 por ciento.4

En el caso de México, existe un 

progreso considerable en materia 

de conectividad ya que, según la 

Encuesta Nacional sobre Disponi-

bilidad y Uso de Tecnologías de la 

Información en los Hogares (ENDU-

TIH), en 2023 se registró que 97 mi-

llones de personas de 6 años o más 

usaban internet, es decir, el 81.2% 

de la población.5 

De igual forma, se advierte un 

incremento en el uso de dispositi-

vos móviles para la comunicación, 

al registrarse que 97.2 millones de 

personas usaban un teléfono ce-

lular, lo que representa al 81.4% de 

la población de 6 años o más, y las 

funciones más utilizadas fueron: 

el uso de mensajería instantánea, el 

ingreso a redes sociales, el acceso 

a contenidos de audio y video, y la 

edición de fotografías.6 

En ese sentido, al existir gran 

demanda en servicios de telefonía 

celular, durante los últimos años au-

mentó el número de empresas pro-

veedoras de dicho servicio; desta-

can por ser las más representativas, 

y por ello son las que cuentan con 

un mayor número de clientes, AT&T, 

Telcel, Movistar y Unefon; y otras 16 

empresas operadoras móviles vir-

tuales con cobertura de red en el 

territorio nacional.7 

Lo anterior evidencia que en la 

cotidianeidad la mayor parte de las 

actividades se trasladaron al ámbi-

to digital, o en su caso, se comple-

mentan en dicha modalidad, inclu-

yendo las relativas al ejercicio de la 

ciudadanía en procesos electorales 

y mecanismos de participación ciu-

dadana. 

Así, en este contexto, debe men-

cionarse que en los últimos proce-

sos electorales los institutos políti-

cos y sus candidaturas han hecho 

uso de la comunicación sociodigital, 

a través de la difusión de informa-

ción en las principales redes socia-

les, adecuando el contenido según 

el público objetivo, a fin de dar a 

conocer los perfiles y propuestas de 

campaña.

De ese modo, para el caso del 

Proceso Electoral Federal 2024, el 

padrón electoral se integró por más 

de 98 millones de personas, de las 

cuales el 51.9% son mujeres y el 

48.03% son hombres, y al menos 

25 millones son personas que se 

encuentran en el grupo etario de 

18 a 29 años,8 es decir, el 25% de la 

población con derecho a votar re-

presenta al sector de juventud en 

nuestro país.

Identificar los medios digitales 

para tener un acercamiento con las 

juventudes e incentivar su participa- 

ción en las elecciones ha sido una 
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tarea relevante para los actores 

políticos, ya que, según la Estrate-

gia Nacional de Educación Cívica 

2024-2026, desde 2009 se registra 

que quienes participan en menor 

proporción son las y los ciudadanos 

jóvenes de los 20 a los 29 años.9

Es preciso aclarar que en mate-

ria electoral el modelo de comuni-

cación política que nos rige actual-

mente se constituyó derivado de la 

reforma electoral de 2007, en la que 

se establecieron reglas específicas 

en cuanto a la distribución de los 

tiempos en radio y televisión asig-

nados a los partidos políticos du-

rante las campañas electorales, con 

el objetivo de evitar la compra de 

espacios en dichos medios de co-

municación y generar así una afec-

tación irreparable de la equidad en 

la contienda.10 

Aunado a lo anterior, la reforma 

de mérito prohibió expresamente la 

compraventa de tiempos en radio y 

televisión, y asignó su distribución 

en una proporción mínima de forma 

igualitaria, atendiendo al porcentaje 

de votación recibida en la elección 

correspondiente, al igual que al cri-

terio de distribución del financia-

miento público. 

Es así que, a partir de su imple-

mentación, se establecieron las com-

petencias de las autoridades elec-

torales federales; el otrora Instituto 

Federal Electoral (IFE) tuvo un papel 

fundamental en el monitoreo per-

manente de spots relativos a propa- 

ganda político-electoral, y se esta- 

bleció que el Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación 

(TEPJF) resolvería el procedimiento 

especial sancionador y las contro-

versias relativas a la vulneración del 

modelo de comunicación política 

mexicano en última instancia.

En tal sentido, en ese momen-

to no se reguló el uso del internet; 

sin embargo, hay criterios jurisdic-

cionales que han puesto en el tin-

tero el tema del uso del internet 

y las redes sociales en las cam-

pañas electorales, ejemplo de lo 

anterior son los expedientes SUP-

JRC-168/2016, SRE-PSC-49/2019, y 

SUP-REP-478/2021 y acumulados.

Es por ello que, de conformidad 

con la línea jurisprudencial del máxi-

mo tribunal en materia electoral, se 

reconoce que los institutos políticos 

tienen derecho al uso permanen-

te de los medios de comunicación 

social, a fin de difundir mensajes 

con su ideología y posturas relacio-

nadas con temas de relevancia, así 

como las de sus precandidaturas y 

candidaturas a cargos de elección 

popular; este derecho está sujeto a 

parámetros convencionales, cons-

titucionales y legales en los que se 

establecen diversos límites a los 

contenidos de los mensajes que de-

cidan transmitir.11 

En ese sentido, los partidos polí-

ticos son responsables de tener un 

especial cuidado al verificar no so-

lamente los lineamientos y reque-

rimientos técnicos, sino también 

que el contenido del discurso y los 

elementos que integran los promo-

cionales o spots sean acordes a la 

normativa aplicable, con la finalidad 

de evitar la vulneración de cualquie-

ra de los bienes jurídicos tutelados, 

con independencia de si se llegan a 

difundir o no conforme al pautado 

respectivo.12

Ante la evolución de las tecnolo-

gías de la información y comunica-

ción, los procesos electorales tam-

bién se modernizaron, y el modelo 

de comunicación política expandió 

su espectro al trasladarse la con-

tienda electoral al ámbito digital, de 

modo que los tribunales electorales 

en ejercicio de su jurisdicción am-

pliaron la interpretación y los crite-

rios jurisdiccionales al presentarse 

controversias correspondientes al 

ejercicio de la libertad de expresión 

en las redes sociales durante los 

procesos electorales.

Por tanto, desde la incursión de 

campañas electorales en el ám-

bito digital no se ha legislado for-

malmente la regulación del uso de 

redes sociales en procesos electo-

rales, por lo tanto, la autoridad ad-

ministrativa electoral, a través de 

su facultad reglamentaria, ha esta-

blecido diversas disposiciones, así 

como alianzas estratégicas con em-

presas propietarias de los medios 

digitales para preservar el modelo 

de comunicación política.
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Así, las Salas Regionales del TEPJF 

han analizado el tema y han deter-

minado que las redes sociales son 

un espacio que propicia el ejercicio 

de la libertad de expresión con el 

propósito de generar opiniones in-

formadas en la ciudadanía; y resal-

taron además las características de 

las redes sociales como un medio 

que posibilita el ejercicio cada vez 

más democrático, abierto, plural y 

expansivo de la libertad de expre-

sión. Lo anterior implica que la pos-

tura que se adopte en torno a cual-

quier medida que pueda impactar a 

las redes sociales, debe estar orien-

tada, en principio, a salvaguardar 

la libre y genuina interacción entre 

las personas usuarias, como parte 

de su derecho humano a la liber-

tad de expresión. Por ende, resulta 

indispensable remover limitaciones 

potenciales sobre el involucramien-

to cívico y político de la ciudadanía 

a través de internet, que requiere 

de las voluntades del titular de la 

cuenta y sus personas “seguidoras” 

o “amigas” para generar una retroali-

mentación entre ambas partes.13

Adicionalmente, dicho órgano ju- 

risdiccional parte de un ámbito ro-

busto de tutela de la libertad de 

expresión y opinión cuando ésta se 

ejerce a través de las redes sociales, 

dado que son medios de difusión 

que permiten la comunicación di-

recta e indirecta entre las y los usua-

rios; no obstante, excepcionalmente 

el ejercicio de este derecho puede 

restringirse cuando las expresiones 

deben modularse en aras de sal-

vaguardar otros principios como la 

equidad en la contienda electoral, 

lo que acontece con la publicidad 

pagada que tenga una incidencia o 

impacto en una etapa del proceso 

electoral, como en la intercampaña.14 

De ahí que, aun cuando la liber-

tad de expresión tiene una garantía 

amplia, ello no exime a las perso-

nas usuarias de las redes sociales a 

cumplir las obligaciones y prohibi-

ciones que existan en materia elec-

toral, en especial cuando se trata 

de personas directamente involu-

cradas en los procesos electorales, 

como son aspirantes, precandida-

turas y candidaturas a cargos de 

elección popular.15

Como se expuso previamente, 

las nuevas generaciones de ciuda-

danas y ciudadanos han reafirma-

do la necesidad de explorar nuevos 

medios para el debate político y la 

difusión de propuestas, por lo tanto, 

el modelo de comunicación política 

ha avanzado a la par de las actuales 

necesidades en materia de comu-

nicación, dando como resultado la 

creación de precedentes y líneas 

jurisprudenciales que buscan man-

tener el equilibrio en la contienda, 

salvaguardando el derecho a una 

libre expresión, elementos necesa-

rios para la consolidación de una 

sociedad equitativa y democrática. 

A manera de conclusión, se ne-

cesita regular la publicidad en redes 

sociales para preservar la equidad 

en la contienda, y facultar debida-

mente a las autoridades electorales 

para analizar los contenidos en re-

des sociales.

Foto: Segundo debate presidencial 2024. INE.

Foto: Segundo debate presidencial 2024. INE.
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Redes sociales y procesos 
electorales: la urgencia de 
una gobernanza para la 
protección de la democracia

Introducción
Las redes sociales han revolucio-

nado la comunicación en la esfera 

política, convirtiéndose en una he-

rramienta fundamental para el de-

sarrollo de los procesos electorales. 

Hoy en día, millones de personas 

forman sus opiniones políticas ba-

sándose en información obtenida 

de plataformas como Facebook, 

Twitter e Instagram. Sin embargo, 

este poder de alcance masivo, si 

no es adecuadamente gestionado, 

puede ser utilizado para manipular 

las percepciones políticas de la ciu-

dadanía. Este fenómeno es espe-

cialmente preocupante en el con-

texto de México, donde el Proceso 

Electoral 2023-2024 puso en juego 

cargos de elección para presidencia, 

varias gubernaturas, diputaciones y 

senadurías nacionales y locales, así 

como ayuntamientos. Si bien las 

redes permiten un acceso sin pre-

cedentes a la información y al de-

bate político, también exponen a la 

ciudadanía a un contenido parcial, 

incompleto o francamente equivo-

cado, falso y tendencioso.

La tesis central de este artículo 

sostiene que, si no se implementan 

medidas de gobernanza en redes so-

ciales, que de alguna manera permi-

tan un uso equilibrado de las redes 

sociales y una manera de calificar 

la veracidad de la información, así 

como las fuentes de la misma, nu- 

estras decisiones políticas correrán 

un alto riesgo de basarse en informa- 

ción manipulada por pequeños gru-

pos de élite política, económica o tec- 

nológica con el poder de influenciar 

en la opinión pública. 

La gobernanza de estas plata-

formas no debe confundirse con 

una censura de carácter restrictivo 

al derecho constitucional de liber-

tad de expresión; en su lugar, debe 

enfocarse en garantizar la transpa-

rencia y la veracidad de la informa-

ción que circula, permitiendo que 

Foto: Archivo.
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las personas formen sus opiniones 

en un ambiente informativo balan-

ceado. El artículo explorará el papel 

de las redes sociales digitales en la 

política, los beneficios, oportunida-

des, riesgos y retos que presentan, 

y propondrá posibles medidas de 

acción para la gobernanza de las 

mismas, que ayuden a proteger la 

democracia y la participación ciu-

dadana libre e informada.

Redes sociales y su papel en los 
procesos electorales
Las redes sociales han cambiado 

drásticamente la forma en que la 

ciudadanía se informa y participa en 

el ámbito político, sustituyendo en 

gran medida a los medios tradicio-

nales. A diferencia de los medios tra-

dicionales, que operan bajo ciertos 

lineamientos éticos y editoriales, las 

redes permiten una difusión casi in-

mediata de mensajes prácticamen-

te sin filtros, así como la posibilidad 

de una comunicación directa entre 

las candidaturas y la ciudadanía, lo 

que facilita la discusión de ideas y 

permite un acceso más inmediato 

a la información. Lo anterior podría 

valorarse como que se ha democra-

tizado el acceso a la información; 

sin embargo, el mismo alcance de 

las redes las hace vulnerables a con-

vertirse en un terreno fértil para la 

manipulación. En las recientes elec-

ciones mexicanas, las y los candida-

tos utilizaron las redes sociales para 

divulgar propuestas, responder críti-

cas y generar debates en tiempo real, 

lo cual permitió una conexión más 

directa con el electorado. Al mismo 

tiempo, la velocidad e inmediatez de 

esta interacción también tiene un 

lado negativo: los mensajes tienden 

a ser más emocionales y menos re-

flexivos; es decir, más de opiniones 

y puntos de vista, que de contraste 

de propuestas y datos o informa-

ción confiable, lo que contribuye a 

crear un ambiente de “democracia 

superficial”. La ciudadanía reciben 

gran cantidad de información sim-

plificada o tendenciosa, lo que limita 

la posibilidad de un debate profundo 

y crítico.

Además, el contenido en redes 

sociales es dirigido y moldeado por 

los algoritmos de las plataformas, 

que priorizan los mensajes con ma-

yor potencial de interacción, propi-

ciando que el debate atienda a te-

mas que no necesariamente están 

basados en la verdad o son relevan-

tes para una decisión política infor-

mada al momento de emitir el voto. 

Esto significa que los contenidos 

más extremos o polémicos tienen 

una mayor visibilidad, amplifican-

do el riesgo de polarización de la 

ciudadanía. Esta priorización algo-

rítmica contribuye a una distorsión 

en la percepción pública, donde se 

da más peso a información impac-

tante que a contenido informado o 

equilibrado. En un proceso electoral, 

esto puede significar que las per-

sonas votantes tomen decisiones 

basadas en percepciones distorsio-

nadas de las y los candidatos o de 

sus propuestas, afectando negativa-

mente la calidad de la democracia; 

entonces la democracia se convierte 

en un asunto de acceso a buena o 

mala información.

Durante las recientes elecciones 

en México, las redes se inundaron 

de contenido que buscaba manipu-

lar la percepción del electorado. La 

circulación de noticias falsas y teo-

rías de conspiración sobre candida-

turas y políticas no sólo polarizó a la 

ciudadanía, sino que también con-

tribuyó a crear un ambiente de des-

confianza generalizada. En palabras 

de Gutiérrez y Ramírez, “la circula-

ción de noticias falsas y teorías de 

conspiración en redes sociales ha 

demostrado tener un impacto sig-

nificativo en la percepción pública 

de los candidatos y las propuestas 

políticas” (2020, p. 101). Este impac-

to es especialmente peligroso en un 

contexto donde las y los votantes 

dependen de las redes para infor-

marse.

Beneficios de las redes sociales
en el ámbito electoral
A pesar de los riesgos, las redes so-

ciales también ofrecen beneficios 

importantes para el fortalecimiento 

de la democracia. Estas platafor-

mas han permitido a la ciudadanía 

Foto: Archivo.
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—especialmente a aquella en situa-

ción de discriminación—, acceder 

a la información política de muy 

diversas temáticas y expresar sus 

demandas y opiniones, lo cual pro-

mueve una participación más inclu-

siva. Las redes se han convertido en 

un espacio donde mujeres, juventu-

des, personas de la comunidad LGB-

TTTIQ+, con discapacidad, así como 

aquellas que pertenecen a comuni-

dades indígenas pueden encontrar 

espacios para escribir sus postu-

ras, visibilizar sus causas y promo-

ver sus derechos. Por ejemplo, en 

las elecciones recientes en México, 

se observaron campañas de justi-

cia social que se hicieron virales y 

que obligaron a las candidaturas a 

abordar temas que anteriormente 

eran ignorados o minimizados en la 

agenda pública; además se avanzó 

en temas de acciones afirmativas 

para poblaciones vulnerables que 

no se habían atendido en el pasado.

Las redes sociales también per-

miten la creación de movimientos 

que trascienden las fronteras nacio-

nales, conectando causas similares 

a nivel global. Las personas usua-

rias pueden ver ejemplos de lucha 

y participación política en otros 

países y adaptar esas experiencias 

a sus propios contextos. En México, 

esto ha facilitado una mayor con-

cientización sobre temas como la 

equidad de género, los derechos hu-

manos y la inclusión, al exponer a la 

ciudadanía a campañas y propues-

tas de diferentes partes del mundo. 

Este acceso ampliado a diversas 

perspectivas enriquece el debate 

y contribuye a crear una sociedad 

más informada y abierta al cambio, 

siempre que la información que cir-

cule sea confiable, lo que represen-

ta el mayor reto para esta nueva 

realidad “virtual”, que ocupa gran 

parte del tiempo de las personas de 

todos los estratos sociales.

Riesgos de la manipulación y la 
desinformación en redes sociales
Uno de los peligros más significati-

vos de las redes sociales es la po-

sibilidad de manipular la opinión 

pública mediante desinformación 

intencionada. Este tipo de manipu-

lación se agrava cuando los algorit-

mos de estas plataformas priorizan 

contenido sensacionalista, que es 

más susceptible de captar la aten-

ción de quienes las usuan. Al crear 

burbujas informativas, estos algo-

ritmos limitan la exposición de las 

personas usuarias a perspectivas di- 

versas, reforzando sus creencias pre- 

vias y aislándolas de opiniones di-

ferentes. Este fenómeno, conocido 

como “cámara de eco”, fomenta la 

polarización y debilita la delibera-

ción democrática. En palabras de 

Ramírez y Duarte, los algoritmos 

crean “burbujas informativas donde 

los usuarios sólo acceden a conte-

nidos que confirman sus creencias 

previas” (2021, p. 44). Lo que sin dar-

nos cuenta provoca que nuestras 

opiniones, creencias y conversa-

ciones sobre los temas se limiten a 

personas que piensan igual a noso-

tros, y nos impide contrastar nues-

tras ideas con otros puntos de vista.

Además, la facilidad con la que 

puede difundirse información fal-

sa o manipulada, inclusive creada 

a través de inteligencia artificial, 

aumenta el riesgo de que las y los 

ciudadanos se basen en percep-

ciones distorsionadas al tomar de-

cisiones políticas. Las fake news o 

noticias falsas no sólo son capaces 

de influenciar el comportamiento 

electoral, sino que también pueden 

socavar la confianza pública en las 

instituciones electorales y en los 

procesos democráticos. En el con-

texto mexicano, la propagación de 

rumores infundados y teorías cons-

pirativas durante las elecciones ha 

demostrado tener un impacto tan-

gible en la forma en que la ciudada-

nía percibe a las y los candidatos y 

sus propuestas. Esta manipulación, 

sin mecanismos de control adecua-

dos, afecta tanto la libertad como la 

calidad de la toma de decisiones de 

las personas votantes.

Gobernanza de las redes 
sociales para la protección
de la democracia
Para hacer frente a los desafíos que 

presentan las redes sociales en el 

ámbito electoral, resulta imperativo 

implementar un modelo de gober-

nanza que regule la transparencia y 

la veracidad de la información sin 

Foto: Archivo.
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restringir la libertad de expresión. 

Este modelo debe incluir principios 

como la transparencia algorítmica, 

que permitiría a las personas usua-

rias comprender cómo se prioriza el 

contenido en sus redes sociales. Las 

plataformas deberían ser responsa-

bles de ofrecer explicaciones claras 

sobre cómo se clasifican y promue-

ven los contenidos, de forma que 

las usuarias y usuarios puedan tener 

una idea de por qué ven ciertos ti-

pos de publicaciones.

Según Torres y Medina, “la go-

bernanza de redes sociales debe 

buscar la transparencia y respon-

sabilidad en las plataformas tecno-

lógicas sin caer en una regulación 

que afecte la libertad de expresión” 

(2022, p. 211). Esto destaca que es 

importante distinguir la gobernanza 

de las redes sociales de una censura 

restrictiva. La idea no es prohibir el 

flujo de información, sino estable-

cer principios claros para prevenir 

el uso manipulado de las platafor-

mas. En este sentido, un sistema 

de autorregulación, que implique 

compromisos públicos de las re-

des, podría ser una estrategia viable. 

Además, podría promoverse una co-

laboración internacional para desa-

rrollar políticas compartidas, como 

ocurre en la Unión Europea, donde 

la lucha contra la desinformación 

se aborda mediante acuerdos entre 

plataformas, gobiernos y entidades 

verificadoras de datos. Estas inicia-

tivas ayudarían a crear un entorno 

más justo y seguro para el debate 

público.

En síntesis, implantar medidas 

de gobernanza de las redes sociales 

permitiría un avance en el desarrollo 

de una democracia más sólida, ba-

sada en una ciudadanía que cuenta 

con medios para conocer la verdad 

y puede discriminar entre la informa-

ción falsa y la verídica; así se llegaría 

a un pensamiento crítico y una opi-

nión pública basada en información 

confiable que permita emitir un voto 

informado en elecciones constitu-

cionales y en la implementación de 

mecanismos de participación políti-

ca, como plebiscitos, referéndums y 

revocaciones de mandado.

Ejemplos de impacto en 
diferentes grupos sociales
La desinformación y la manipulación 

en redes sociales afectan de forma 

desigual a distintos grupos y, en algu-

nos casos, exacerban las desigualda-

des y vulnerabilidades preexistentes. 

Las mujeres en la política enfrentan 

una sobrecarga de ataques y conte-

nido falso diseñado para desacredi-

tar su participación pública; lo que 

crea un ambiente hostil que puede 

disuadir a muchas de ellas de conti-

nuar en sus carreras. Sánchez y Ve-

lasco destacan que “las campañas 

de odio y descrédito hacia mujeres 

políticas buscan desincentivar su 

participación, perpetuando barreras 

en su representación” (2022, p. 130). 

Este clima de desinformación y ata-

ques personales en redes contribuye 

a mantener los desequilibrios de gé-

nero en la política.

Asimismo, las juventudes son 

especialmente vulnerables a la ma-

nipulación en redes, debido a su 

alto consumo de plataformas digi-

tales. Las estrategias de manipula-

ción suelen dirigirse a este grupo a 

través de mensajes simplificados 

o sensacionalistas, que captan rá-

pidamente su atención. Los grupos 

indígenas también son afectados, 

ya que la falta de contenidos en len-

guas nativas y la limitada cobertu-

ra de sus intereses genera un vacío 

informativo que les impide partici-

par plenamente en la vida política. 

Cada uno de estos grupos enfrenta 

sus propios desafíos, lo que subra- 

ya la importancia de una gobernanza 

inclusiva que considere las necesi-

dades y características de diversos 

sectores de la sociedad.

Conclusión
La influencia de las redes sociales 

en los procesos electorales es inne-

gable y requiere una atención espe-

cial para asegurar la integridad de 

la democracia. La desinformación 

y la manipulación digital representan 

un desafío considerable que, sin una 

adecuada gobernanza, podría llevar 

a que las decisiones políticas de la 

ciudadanía se basen en información 

Foto: Cortesía
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manipulada por pequeños grupos 

de poder. La implementación de un 

modelo de gobernanza que no limi-

te la libertad de expresión, sino que 

establezca medidas para garantizar 

un entorno informativo transparente 

y equilibrado es esencial para prote-

ger la democracia. Con estas medi-

das, las y los ciudadanos mexicanos 

estarán mejor equipados para ejercer 

su derecho al voto de manera infor-

mada, confiando en un proceso elec-

toral justo y libre de manipulaciones. 
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La implementación de un mode-

lo de gobernanza en redes sociales 

es urgente para proteger la integri-

dad de los procesos electorales en 

México. La manipulación de la in-

formación en estas plataformas no 

sólo amenaza la democracia, sino 

que puede llevar a que las decisio-

nes políticas de las personas se ba-

sen en información errónea, dirigida 

por los intereses de un pequeño 

sector. En un contexto de creciente 

digitalización, la gobernanza de re-

des sociales no debe centrarse en 

restringir la libertad de expresión, 

sino en crear un entorno informati-

vo transparente y equilibrado. Con 

una ciudadanía informada, Mé-

xico podría garantizar elecciones 

libres y justas, y preservar la con-

fianza en el sistema democrático. 

Referencias
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Participación electoral
en México. Una visión desde 
las modalidades de votación

Premisa introductoria
En diversos estudios se ha concluido 

que la participación electoral está 

condicionada por la convergencia, 

directa y/o indirecta, de diversos 

elementos provenientes del sistema 

político, el entramado institucional, 

el sistema de partidos, el ordena-

miento jurídico, el sistema electoral 

y los contextos sociales, políticos y 

económicos (Norris, 2002; Molina 

y Pérez, 2002; Zovatto, 2003; Blais, 

2008; Soto y Cortez, 2014; Meixuei-

ro y Moreno, 2014; Haime, 2017; Espi, 

2019; Merino, 2020; Somuano y 

Corcho, 2021; Hernández y Recuero, 

2023).  

Ya sea en lo individual o en lo co- 

lectivo, cada uno de estos elemen-

tos incide en el aumento y/o en la 

disminución del número de perso-

nas que acude a las casillas para 

emitir su sufragio. En consecuencia, 

el involucramiento de la ciudadanía 

en los procesos de formación de la 

voluntad colectiva es incentivado o 

es disuadido por una serie de fac-

tores institucionales y contextuales 

que condicionan la participación 

electoral. 

En este sentido, múltiples auto-

ras y autores han deducido que los 

factores condicionantes de la asis-

tencia de las personas sufragantes 

a las urnas son los siguientes: 

• División de poderes o concen-

tración del poder, federalismo o 

centralismo, república o monar-

quía, democracia o autoritarismo 

y presidencialismo o parlamenta-

rismo, como elementos del siste-

ma político (Norris, 2002; Molina 

y Pérez, 2002; Zovatto, 2003; 

Blais, 2008; Meixueiro y Moreno, 

2014; Merino, 2020; Somuano y 

Corcho, 2021).

• Autoridades electorales espe-

cializadas, autónomas y profesio-

nales que se encargan de realizar 

elecciones, impartir justicia y per-

seguir delitos, como componen-
Foto: INE.
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tes del entramado institucional 

(Nohlen, 2004; Norris, 2002; Mo-

lina y Pérez, 2002; Zovatto, 2003; 

Merino, 2020; Somuano y Corcho, 

2021).

• Número, competitividad, interac-

ción, tamaño, institucionalización, 

distancia ideológica y ejercicio del 

poder de los entes partidistas, co- 

mo factores del sistema de parti-

dos (Molina y Pérez, 2002; Zovatto, 

2003; Nohlen, 2004; Blais, 2008; 

Meixueiro y Moreno, 2014; Haime, 

2017; Espi, 2019; Somuano y Cor-

cho, 2021).

 

• Obligatoriedad del voto, edad 

para votar, registro electoral, ac-

ciones afirmativas, modalidades 

de votación, promoción del voto, 

financiamiento y acceso a me-

dios de comunicación, como ins- 

trumentos del ordenamiento ju-

rídico (Norris, 2002; Molina y Pé-

rez, 2002; Zovatto, 2003; Nohlen, 

2004; Blais, 2008; Meixueiro y 

Moreno, 2014; Haime, 2017; Espi, 

2019; Somuano y Corcho, 2021).

• Número de cargos de represen-

tación, circunscripciones y/o dis-

tritos, candidaturas, forma de vo-

tación, conversión de sufragios en 

escaños, umbrales de votación y 

tamaño de las asambleas, como 

partes del sistema electoral (No-

rris, 2002; Zovatto, 2003; Nohlen, 

2004; Haime, 2017; Blais, 2008; 

Espi, 2019; Somuano y Corcho, 

2021).

• Crisis económicas, polarización 

política, violencia, pobreza, edu-

cación, corrupción, cultura polí-

tica y gobiernos divididos, como 

elementos que configuran los con- 

textos políticos, sociales y eco-

nómicos (Nohlen, 2004; Muro, 

2006; Sonnleitner, 2007; Sala-

zar y Temkin, 2007; Blais, 2008; 

Soto y Cortez, 2014; Meixueiro y 

Moreno, 2014; Somuano y Corcho, 

2021; Hernández y Recuero, 2023). 

Existen múltiples factores que 

convergen para condicionar la par-

ticipación electoral de la ciudadanía. 

Entre estos elementos se encuen-

tran las modalidades de votación, ya 

que, al establecer el uso de un deter-

minado mecanismo de emisión del 

sufragio (voto presencial, voto anti-

cipado, voto electrónico, voto en au-

sencia, voto a distancia, voto postal, 

voto asistido, voto por delegación) 

se configura un conjunto de condi-

ciones que facilitan o complican la 

intervención de la ciudadanía en los 

procesos de formación de la volun-

tad colectiva.

Las modalidades de votación in-

centivan la participación electoral al 

aproximar las casillas a los hogares 

de las personas votantes, al permi-

tir que las y los electores en tránsi-

to voten para elegir determinados 

cargos, al maximizar el derecho del 

voto para que quienes residen en el 

extranjero sufraguen y al establecer 

mecanismos inclusivos para que 

grupos vulnerables voten (comu-

nidad LGBTI+, personas en prisión 

preventiva, personas con discapa-

cidad). 

El presente texto analiza el dise-

ño y la práctica de las modalidades 

del voto como factores normativos 

que facilitan o complican la emisión 

del sufragio de la ciudadanía, por 

ende, se convierte en un factor que 

condiciona la participación electo-

ral, dado que las personas son más 

propensas a emitir su voto si es fácil 

hacerlo, ya sea por la sencillez del 

proceso de votación, la cercanía de 

las casillas, el uso de tecnologías, la 

inclusión de grupos vulnerables y 

la apretura de las variantes del voto. 

Marco teórico
Participación electoral
La participación electoral es una mo-

dalidad de la participación política1 

que consiste “en la actividad de los 

ciudadanos orientada a elegir a sus 

representantes y a designar, directa 

o indirectamente, a sus representan-

tes” (Garrido, 2019). En consecuencia, 

la participación electoral es una ex-

presión del nexo causal que existe 

entre la ciudadanía y la formación, 

el ejercicio y la rendición de cuentas 

del poder político. 

Es importante destacar que la 

participación electoral es una varia-

Foto: Archivo.
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ble que indica el nivel de asistencia 

a las urnas de la ciudadanía para 

ejercer su derecho al voto a fin de 

designar personas representantes 

públicas y conformar gobiernos. Su 

indicador más usual es el porcenta-

je de personas inscritas en el padrón 

electoral que emitieron su sufragio 

el día de las votaciones.

Dieter Nohlen (2004) ha deter-

minado que la participación elec-

toral es la arista más importante 

de la participación política, premisa 

que sustenta en tres argumentos:  i) 

la participación electoral es la más 

democrática e igualitaria, ya que 

incluye la mayor cantidad de ciuda-

danos y, al mismo tiempo, garantiza 

la participación más igualitaria de 

los miembros de la sociedad, ii) la 

participación electoral es el más cen-

tral de los canales de vinculación del 

electorado y de sus preferencias polí-

ticas con el poder que se manifiesta 

en la elección de los representantes 

y mandatarios ejecutivos, y, iii) A tra-

vés de la participación electoral toda 

la sociedad se vincula por el resulta-

do de los comicios. 

En este sentido, es dable deter-

minar que la participación electoral 

es la alternativa más efectiva, direc-

ta y menos “costosa” para que la ciu-

dadanía se involucre e influya en los 

procesos de formación colectiva de 

la voluntad general, en el ejercicio 

del poder político y en la rendición 

de cuentas. En otras palabras, la par-

ticipación electoral es el mecanismo 

por excelencia del control del poder 

por parte de las personas integran-

tes de una sociedad (Nohlen, 2004; 

Molina  y Pérez, 2017; Garrido, 2019). 

Modalidades de votación
Las modalidades de votación son 

los mecanismos legales que posi-

bilitan que la ciudadanía emita su 

voto en los procesos electorales. 

Según Jorge Lanzarte (2019) estas 

modalidades están configuradas 

por cinco elementos: i) el registro 

electoral, ii) el documento de identi-

ficación, iii) la forma de emisión del 

voto, iv) los medios para sufragar, y, 

v) las casillas electorales. 

Las formas de emisión del su-

fragio que han sido implementadas 

por cada país obedecen a un con-

junto de elementos que se derivan 

del sistema electoral, la forma de 

gobierno, la historia comicial y la 

cultura política. La modalidad de vo- 

to presencial emitido a través de 

boletas en las casillas es el meca-

nismo de votación más usado a ni-

vel mundial, ya que es utilizado por 

el 85% de los países.2 

En algunos Estados se instru-

menta el voto en urnas electrónicas 

(Bélgica, Brasil, Bulgaria, Emiratos 

Árabes Unidos, Estados Unidos, Fi-

lipinas, Georgia, India, Paraguay y 

Venezuela, entre otros);3 en otros se 

implementa el voto por internet (Ca- 

nadá, Estados Unidos, Estonia, 

Francia, Noruega y Suiza)4 y algunos 

utilizan el voto mediante el uso de 

teléfonos móviles (Estonia, Australia 

y Emiratos Árabes Unidos).5

Asimismo, en algunas naciones 

se permite a la ciudadanía que re-

side en el extranjero emitir su voto 

en las elecciones (Alemania, Austria, 

Argentina, Bélgica, Brasil, Canadá, 

Colombia, Ecuador, España, Estados 

Unidos, Francia, Filipinas, India, Ja-

pón, México, Panamá, Países Bajos, 

Polonia, Portugal, Reino Unido, Ru-

sia y Venezuela).6 

Mientras que en otros Estados se 

ejecuta el voto anticipado (Australia, 

Canadá, Colombia, Dinamarca, Esto-

nia, Emiratos Árabes Unidos, Estados 

Unidos, Finlandia, Filipinas, Jordania, 

Letonia, Laos, Nueva Zelanda, Norue-

ga, Suecia, Suiza, Portugal y Tailan-

dia).7 A su vez, en algunas naciones 

se lleva a la práctica el voto en pri-

sión (Argentina, Canadá, Colombia y 

España)8 y en unos cuantos países se 

instrumenta el voto asistido (Alema-

Foto: INE.
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nia, Argentina, Australia, Chile, Costa 

Rica, España, Estonia, Francia, Finlan-

dia, Japón, Portugal, Suecia, Suiza y 

Uruguay).9 

Relación entre participación 
electoral y las modalidades del voto
Las personas no tienen las mismas 

posibilidades ni condiciones para par- 

ticipar en los procesos electorales, ya 

sea porque presentan alguna disca-

pacidad, se encuentran en un trata-

miento médico, están recluidas en 

algún centro penitenciario, las casi-

llas fueron ubicadas lejos de sus ho-

gares, por cuestiones laborales o de 

esparcimiento no pueden asistir a su 

centro de votación para sufragar, tie-

nen su residencia fuera del país y/o 

poseen un bagaje cultural condicio-

nado a cuestiones etarias.

Como puede apreciarse, es nece-

sario tomar en cuenta que quienes 

integran una sociedad experimen-

tan múltiples circunstancias sociales, 

políticas y culturales que condicio-

nan su participación en el proceso 

de formación del poder político. En 

consecuencia, las autoridades elec-

torales, las personas legisladoras y 

los gobiernos deben buscar meca-

nismos que fomenten el involucra-

miento de un mayor porcentaje de 

sufragantes en las elecciones. 

Una de las acciones que se ha 

instrumentado para aumentar la par 

ticipación electoral es el perfeccio-

namiento de las modalidades de 

votación; para ello, algunos Estados 

han transitado de una modalidad 

homogénea de votación, que única-

mente incluía la votación presencial 

en casilla mediante una boleta de 

papel, a una categoría heterogénea 

de votación que permite la instru-

mentación de múltiples modalida-

des de emisión del sufragio, tales 

como voto presencial, voto antici-

pado, voto electrónico, voto en au-

sencia, voto a distancia, voto postal, 

voto asistido y/o voto por delegación.

Al expandir las modalidades de 

votación se genera un efecto direc-

to que maximiza la asistencia a las 

urnas de las personas; por ejemplo, 

al permitir un sufragio asistido en 

las casillas, al colocar urnas de vo-

tación en hospitales, al generar re-

glas de preferencia en los centros 

de votación, al admitir el voto anti-

cipado o al ubicar casillas cercanas 

a su domicilio, se facilita el proceso 

de votación para las mujeres y los 

hombres que tienen alguna disca-

pacidad o enfermedad, lo que au-

menta la participación electoral de 

un grupo social que históricamente 

ha sido relegado de las votaciones. 

También se produce una mayor 

participación electoral de la ciudada- 

nía al involucrar a las personas na-

cionales residentes en el extran-

jero, mediante la emisión del voto 

por vía postal, electrónica (internet 

o telefónica) o presencial en sedes 

consulares; esta acción permite a la 

ciudadanía connacional incidir en el 

proceso de formación y transferen-

cia del poder político desde la sede 

de su residencia temporal o definitiva. 

Asimismo, al introducir un meca-

nismo de inclusión electoral que le 

Foto: Archivo.

Foto: INE.
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otorga la posibilidad de sufragar por 

cargos de representación popular a 

las personas en presión preventiva, 

se favorece el ejercicio de los de-

rechos políticos de un grupo social 

suprimido en el proceso de forma-

ción de la voluntad colectiva. Esta 

acción incentiva la participación 

electoral de un conjunto de perso-

nas que habían sido olvidadas por 

las autoridades y por la misma so-

ciedad.

Otros mecanismos que en los 

últimos años han sido estudiados, 

probados e implementados son la 

urna electrónica y el voto por in-

ternet; estos avances de las nue-

vas tecnologías han impulsado el 

involucramiento de las juventudes 

en los procesos electorales y han 

otorgado facilidades a las personas 

nacionales residentes en el extran-

jero y a las personas con discapaci-

dad para emitir su sufragio, de esta 

manera se impulsa la participación 

electoral.

Desde un punto de vista social, 

político y cultural, la apertura de 

las modalidades de votación ofrece 

múltiples ventajas a la ciudadanía, 

ya que mitiga las dificultades de 

movilidad, integra a grupos sociales 

excluidos, aprovecha los beneficios 

de los avances tecnológicos, garan-

tiza el ejercicio del derecho a votar, 

incrementa la participación de la 

ciudadanía en las elecciones, forta-

lece la legitimidad de los resultados 

comiciales y vigoriza la democracia. 

Evolución histórica de la 
participación electoral a través
de las modalidades del voto
Al analizar la historia comicial de 

los últimos setenta años en México, 

es dable concluir que han existido 

cuatro modelos de votación. En los 

primeros cuarenta años se diseñó e 

instrumentó una modalidad de vo-

tación homogénea consistente en 

la votación presencial en casilla me-

diante una boleta de papel. Luego, 

en los últimos treinta años se transi-

tó a una modalidad heterogénea que 

conjuga simultáneamente el voto 

presencial, el voto en el extranjero, el 

voto en hospitales, el voto en prisión 

y el voto adelantado. 

Modelo clásico
Está vigente desde 1952 y hasta 

1993 configuró un modelo homogé-

neo de sufragio. Esta tipología con-

sistió en el sufragio presencial de la 

ciudadanía en las casillas a través 

de una boleta que era depositada 

en las urnas. Para ello, las personas 

debían de inscribirse en un registro 

electoral y obtener una credencial 

para votar. 

Este prototipo del sufragio se 

implementó durante el periodo del 

gobierno hegemónico del Partido 

Revolucionario Institucional (PRI). 

Es necesario recordar que durante 

esta etapa histórica los procesos 

comiciales eran organizados y esta-

ban controlados por el gobierno fe-

deral (Woldenberg, Salazar y Becerra, 

2011). 

Las elecciones eran un meca-

nismo de control de la legitimidad 

del poder político ejercido por el 

PRI, por ende, las estadísticas de la 

participación electoral eran mani-

puladas para evidenciar que un alto 

número de personas se involucraba 

en los procesos de formación de 

la voluntad colectiva, por lo que se 

tienen altos porcentajes de partici-

pación que no corresponden a una 

auténtica asistencia a las urnas de 

la ciudadanía (ver gráfica 1). 

Modelo de apertura nacional
Ha estado vigente desde 1991 y 

constituyó un elemento de transi-

ción de la modalidad homogénea 

de votación a una categoría hete-

Fuente: Elaboración propia con datos provenientes de Gómez, Silvia, 2009, ¿Cuántos votos necesi-
ta la democracia? La participación electoral en México de 1961 - 2009, IFE, México.

Gráfica 1. Participación Electoral de 1952 a 1991
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rogénea de la misma. Esta apertura 

permitió la instrumentación con-

junta de múltiples modalidades de 

emisión del sufragio presencial a 

través de la instalación de casillas 

especiales y de centros de votación 

extraordinarios. Estas dos moda-

lidades facilitaron la participación 

electoral de la ciudadanía al esta-

blecer mecanismos que disminuye-

de las vías de comunicación (ac-

cidentes geográficos y medios de 

transporte) o por motivos sociocul-

turales (religiosos, étnicos, políticos, 

inseguridad, territoriales) tienen di-

fícil acceso a su casilla, por lo que 

los centros de votación se instalan 

en lugares que ofrecen un acceso 

fácil a las personas electoras para 

emitir su voto. Cada centro de vo-

tación tiene hasta 750 boletas. De 

1991 a 2024, 15 075 246 de personas 

han emitido su voto en las casillas 

extraordinarias. En promedio se han 

emitido 1 256 271 sufragios por pro-

ceso electoral (ver gráfica 3).

Fuente: Elaboración propia con datos provenientes del INE, consultables en https://siceen21.ine.
mx/home 

Fuente: Elaboración propia con datos provenientes del INE, consultables en https://siceen21.ine.
mx/home

ron las dificultades de movilidad de 

las personas. 

Las casillas especiales son ins-

trumentos de recepción del sufra-

gio de las personas que se encuen-

tran fuera de la sección electoral 

que les corresponde de acuerdo 

con su domicilio, tales como traba-

jadores y vacacionistas. Cada cen-

tro de votación tiene hasta 1 000 

boletas. De 1994 a 2024, 3 959 490 

de personas han emitido su voto en 

las casillas especiales. En promedio 

se han emitido 359 954 sufragios 

por comicios (ver gráfica 2). 

Las casillas extraordinarias son 

aquellos instrumentos de votación 

que se instalan para atender a las 

personas residentes de una sección 

electoral, que por las condiciones 

Gráfica 2. Votos emitidos en casillas especiales

Gráfica 3. Votos emitidos en casillas extraordinarias
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Modelo de inclusión
Desde 1994 esta modalidad de 

votación fue impulsada por la au-

toridad electoral a través de la re-

gulación de acciones tendentes a 

facilitar la emisión del voto de las 

personas que pertenecen a los gru-

pos vulnerables. Estas reglas fueron 

incorporadas en lineamientos de 

emisión del voto y en los manuales 

de las y los funcionarios de casillas. 

En primer lugar, el Instituto Na-

cional Electoral (INE) ha emitido re-

glas para facilitar el voto de las per-

sonas con discapacidad, para ello 

incorporó en las casillas una serie 

de materiales a fin de brindar facili-

dades a las personas con discapaci-

dad visual (lupas y plantillas braille) 

y a personas con discapacidad mo-

triz (mamparas especiales). Además, 

impulsó la legislación para que las 

casillas deban instalarse en lugares 

que garanticen un fácil acceso. 

Modelo de apertura internacional
Ha estado vigente desde 2005 y en 

un primer momento se estableció el 

voto postal como única vía para vo-

tar en la elección presidencial de las 

personas residentes en el extranjero. 

Esta modalidad de sufragio aplicó 

en las elecciones de 2006 y 2012. 

Posteriormente, la reforma electoral 

de 2014 permitió a las personas re-

sidentes en el extranjero que vota-

ran por el titular del Poder Ejecutivo 

federal y local, así como por sena-

durías. Además, incorporó dos mo-

dalidades de votación: en persona 

y electrónico vía internet. En conse-

cuencia, 323 782 personas residen-

tes en el extranjero han emitido su 

voto de 2012 a 2024. En promedio 

se han emitido 107 927 sufragios por 

proceso electoral (ver gráfica 4). 

Fuente: Elaboración propia con datos provenientes del INE, consultables en https://siceen21.ine.
mx/home

En segundo, la autoridad elec-

toral estableció una modalidad de 

voto asistido, en donde las personas 

con discapacidad física, mental, in-

telectual o sensorial sean asistidas 

por una persona de su confianza o 

por algún funcionario o funcionaria 

de casilla para emitir su voto. Asimis-

mo, el INE ha establecido reglas de 

preferencia de votación, en donde 

personas adultas mayores, con dis-

capacidad, mujeres embrazadas y 

personas con niñas o niños puedan 

votar sin la necesidad de hacer fila 

en la casilla.

En un tercer momento, y en aras 

del proceso electoral de 2018, el INE 

emitió el protocolo para adoptar las 

medidas tendientes a garantizar a 

las personas trans el ejercicio del 

voto en igualdad de condiciones y 

sin discriminación,10 que establece 

un conjunto de medidas de inclu-

sión para garantizar el ejercicio del 

derecho a votar a las personas in-

tegrantes de la comunidad LGBTI+. 

Además, establece las directrices 

para incentivar la participación, en 

su calidad de electorado, de las per-

sonas trans. 

En un cuarto momento, la autori-

dad electoral implementó una prue-

ba piloto vinculante de votación en 

los hospitales. En las elecciones de 

2018 se instalaron casillas especia-

les en 31 nosocomios, para recabar 

la votación de las personas hospi-

talizadas, familiares o personas a su 

cuidado y personal de guardia. En 

este ejercicio se recibieron 21 531 

votos.11 

En un quinto, el Tribunal Elec-

toral del Poder Judicial de la Fe-

deración emitió la sentencia SUP-

JDC-352/2018 para determinar que 

las personas en prisión que no han 

sido sentenciadas tienen derecho 

a votar, porque se encuentran am-

Gráfica 4. Votos emitidos por las personas residentes en el extranjero
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paradas bajo el principio de presun-

ción de inocencia. En consecuen-

cia, ordenó al INE llevar a cabo una 

prueba piloto en 2021, con miras a 

su implementación en 2024. En los 

comicios de 2021, 898 personas en 

prisión preventiva emitieron su voto 

y 26 667 personas votaron en las 

elecciones de 2024.12 

Por último, el INE implementó 

una prueba vinculante de voto an-

ticipado que fue destinada a la ciu-

dadanía residente en el territorio 

nacional que se encontraba inca-

pacitada físicamente para acudir 

a su casilla a emitir su sufragio. La 

modalidad de votación que su uti-

lizó fue el voto postal. Al final 3 464 

personas emitieron su sufragio ade-

lantado.13

Conclusiones 
Nohlen (2004) determina que mien-

tras más baja es la participación 

electoral, más bajo el nivel de legi-

timidad de la democracia; en otras 

palabras, es dable concluir que a 

mayor participación electoral, ma-

yor calidad de la democracia. Sin la 

participación de la ciudadanía en el 

proceso de formación de la volun-

tad colectiva, la democracia carece 

de sentido y legitimidad.

Es necesario ampliar las moda-

lidades de la votación para incre-

mentar la participación de la ciuda-

danía en los procesos de formación 

y transmisión del poder político, 

para ello se deben de aprovechar 

los avances tecnológicos e incre-

mentar las acciones que facilitan el 

traslado y el involucramiento de las 

personas en las elecciones. 
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La influencia de las redes 
sociales en el Procedimiento 
Especial Sancionador
Luisa Fernanda Monterde García
Licenciada en Derecho y Finanzas,
Maestranda en Ciencias Jurídicas y Secretaria Auxiliar en la Unidad
Especializada de Procedimientos Sancionadores del TECDMX

Me doy cuenta de que todo el mundo dice 

que las redes sociales son un unicornio,

¿pero y si sólo son un caballo? 

Jay Baer

Antecedentes del Procedimiento 
Especial Sancionador (PES)
En la década de los noventa se creó 

un procedimiento genérico que se 

contemplaba en el desaparecido Có-

digo Federal de Instituciones y Pro-

cedimientos Electorales (COFIPE) 

y estaba más bien limitado en cuan-

to a lo que se podía denunciar a 

través de éste, pues contemplaba 

como denunciantes únicamente a 

los partidos políticos.

El artículo 40 establecía en su 

primer párrafo “Un partido político, 

aportando elementos de prueba, po-

drá pedir al Consejo General del Ins-

tituto se investiguen las actividades 

de otros partidos políticos, cuando 

incumplan con sus obligaciones de 

manera grave o sistemática”.

Sin embargo, fue hasta 2006 

que la Sala Superior determinó 

en el Recurso de Apelación SUP-

RAP-17/2006 que era necesaria la cre 

ación de un procedimiento especial.

En los dos años posteriores, la 

ley le concedió al entonces Institu-

to Federal Electoral (IFE) las facul-

tades necesarias (como autoridad 

administrativa electoral) para llevar 

a cabo la sustanciación y resolución 

tanto del procedimiento ordinario 

como el especial; pero fue hasta la 

reforma en materia político-electo-

ral de 2014 que se crearon los pro-

cedimientos sancionadores tal y 

como los conocemos ahora (lo que 

no significa que se haya detenido 

su evolución, sino que fue en esta 

reforma en la que se asentaron las 

bases).

Ahora bien, el Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación 

(TEPJF) define al Procedimiento San- 

cionador como “la secuencia de ac-

tos, trámites y diligencias realizados 

por la autoridad para conocer, sus-

Foto: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
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tanciar y resolver irregularidades en 

que hubiesen incurrido los sujetos 

que se encuentran obligados en los 

términos de la legislación electoral 

aplicable”.1

Resaltando que, grosso modo, 

puede decirse que la regla general 

es que el Procedimiento Ordinario 

se aboca a estudiar todas las con-

ductas que se denuncian fuera del 

proceso electoral, mientras que el 

Procedimiento Especial Sanciona-

dor (PES) estudia todas las conduc-

tas que se denuncian durante (y re-

lacionadas con) el proceso electoral, 

además de que este procedimiento 

es expedito, dada su naturaleza y los 

hechos que se analizan.2

El PES sirve, pues… para restable-

cer las condiciones de equidad en la 

contienda electoral.

Uso de las redes sociales en 
México y su intervención en
el ámbito político-electoral
De acuerdo con DataReportal, en 

México hay alrededor de 90 millo-

nes de personas usuarias mayores 

de dieciocho años que utilizan redes 

sociales;3 de éstas, las más popula-

res son Facebook, WhatsApp, Insta-

gram, TikTok y “X” (antes Twitter).

Este número cobra especial re-

levancia si recordamos que, para 

el Proceso Electoral 2023-2024, de 

acuerdo con la Lista Nominal del 

INE (relación que contiene el nom-

bre, dirección y sección de la ciu-

dadanía con credencial para votar 

vigente y que están incluidas en el 

Padrón Electoral) para dicho proce-

so 98 329 591 personas estarían en 

condiciones de participar en la jor-

nada electoral que tuvo verificativo 

el 2 de junio.

Luego entonces, las redes socia-

les se convierten en una excelente 

plataforma para que las candida-

turas y partidos políticos presen-

ten sus propuestas a la ciudadanía; 

pues se trata de una herramienta 

que, por un bajo costo (si se com-

para la cantidad de recursos que se 

gastan recorriendo el país de ma-

nera presencial), permite llegar a un 

mayor número de personas.

Sin embargo, con mayores be-

neficios vienen mayores respon-

sabilidades, ya que, el que las per-

sonas aspirantes, las candidaturas, 

las personas servidoras públicas, la 

ciudadanía o los partidos políticos 

decidan promoverse por estas vías, 

no significa que no deban respetar 

la normativa electoral; es decir, que 

también pueden incurrir en actos 

anticipados de precampaña o cam-

paña, promoción personalizada, uso 

indebido de recursos públicos, vul-

neración al interés superior de la 

infancia y adolescencia, entre otras 

conductas que se estudian vía PES.

Ante este desarrollo, el Poder 

Legislativo en conjunto con las au-

toridades electorales se han visto 

en la necesidad de cerrar filas para 

marcar la delgada línea entre lo que 

está y no está permitido hacer al 

momento de “postear”.

En este sentido, han surgido ju-

risprudencias en las que el TEPJF 

marca las directrices que han de se-

guirse para realizar publicaciones en 

redes sociales, un claro ejemplo es la 

identificada con el número 13/2024 

de rubro “REDES SOCIALES. PARA 

ACREDITAR LA INFRACCIÓN DE UNA 

CONDUCTA SE DEBE TOMAR EN 

CUENTA LA CALIDAD DE LA PERSO-

NA EMISORA Y EL CONTEXTO EN EL 

QUE SE EMITE EL MENSAJE”.

Dicha jurisprudencia derivó de 

un asunto en el que distintas per-

sonas aspirantes y candidatas a 

diversos cargos de elección popular, 

fueron denunciadas por la presunta 

realización de actos anticipados de 

precampaña y campaña, derivado 

de varias publicaciones en redes so-

ciales hechas desde sus cuentas.

En atención a ello, el criterio que 

asumió la Sala Superior del TEPJF 

fue establecer que, para estar en 

posibilidad de analizar una presunta 

conducta infractora en la normati-

va electoral que derivara de publi-

caciones en redes sociales, era ne-

cesario identificar el contexto en el 

que fueron hechas, así como la per-

sona que las realizó, para determinar 

si se incurrió en una obligación o se 

vulneró alguna prohibición en mate-

ria electoral.Foto: Archivo.
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Argumentando también que, da- 

da la naturaleza especial que guar-

dan las redes sociales, entre cuyos 

objetivos se encuentra el de generar 

un espacio en el que la ciudadanía 

pueda compartir opiniones infor-

madas, era menester salvaguardar 

en todo momento el derecho a la 

libertad de expresión.

Tal como se anticipó líneas arri-

ba, la Sala Superior se ha dado a la 

tarea de establecer algunos de los 

caminos a seguir cuando se reali-

zan publicaciones de carácter po-

lítico-electoral en redes sociales; 

esto ha permitido que las personas 

participantes en la fiesta de la de-

mocracia tengan los elementos su-

ficientes para saber qué es lo que 

pueden postear.

Aumento de los PES relacionados 
con el uso de redes sociales en la 
Ciudad de México
Como anticipamos en apartados 

anteriores, la cantidad de personas 

que utilizan las redes sociales en 

nuestro país es enorme; tan es así, 

que el número de personas usuarias 

supera al número de personas re-

Como se aprecia en la gráfica, en 

el Proceso Electoral Local 2020-2021, 

del total de PES recibidos en el TECD-

MX, únicamente el 45% estuvieron 

relacionados con la realización de 

publicaciones en redes sociales, 

mientras que en el más reciente pro-

ceso la cifra aumentó a un 75%,4 es 

decir, que hubo un incremento del 

30 por ciento.

Fuente: elaboración propia.

gistradas en la Lista Nominal, por lo 

que también es posible afirmar que 

las redes sociales cambiaron total-

mente la forma de hacer precampa-

ñas y campañas.

En ese sentido, haciendo una com- 

parativa de las estadísticas de los 

PES recibidos en el Tribunal Electo-

ral de la Ciudad de México (TECDMX) 

en los Procesos Electorales Locales 

de 2020-2021 y 2023-2024, es posi-

ble observar que hubo un incremen-

to importante en el porcentaje de 

asuntos relacionados con el uso de 

redes sociales.

Los retos de las autoridades 
electorales locales
Derivado de la evolución de la que 

hemos venido hablando a lo largo 

de todo el artículo, se logran identi-

ficar dos grandes retos para las au-

toridades involucradas en la resolu-

ción de los PES, es decir, el Instituto 

Electoral de la Ciudad de México 

(IECM), que es el encargado de la 

sustanciación de los Procedimien-

tos, así como el TECDMX, que es el 

órgano jurisdiccional encargado de 

emitir la resolución.

La eliminación de publicaciones 
que después no se pueden 
constatar
Dada la naturaleza de las redes so-

ciales y la manera tan dinámica en 

PES vinculados a publicaciones en redes sociales
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Notas
1.	 Disponible en: https://www.te.gob.mx/eje/media/files/321d12e08db2d93.pdf

2.	 Se destaca que existe una excepción, pues todos los PES en los que se denuncian las con-

ductas de violencia política en razón de género y/o violencia política contra las mujeres en 

razón de género siempre se estudiarán en la vía especial, sin importar si se trata de actos 

relacionados con el proceso electoral o no; ello, atendiendo a la naturaleza de los hechos 

que se denuncian.

3.	 Disponible en: https://datareportal.com/reports/digital-2024-mexico

4.	 Se destaca que, al momento de la publicación de este artículo, aún se encontraban PES 

pendientes de ser remitidos al TECDMX, por lo que la cifra finar podría variar.

la que se desenvuelven, en la actua-

lidad es posible eliminar una publi-

cación o parte de su contenido (in-

cluyendo fotografías y videos) en un 

instante, por lo que en ocasiones re-

sulta complicado para la autoridad 

sustanciadora constatar la existen-

cia de los hechos que acrediten una 

infracción.

La verificación de las personas que 
administran las páginas y cuentas
Si bien existe una amplia coopera-

ción con los administradores de las 

plataformas de redes sociales, tales 

como Meta (que se encarga de la 

administración de Facebook e Ins-

tagram), “X” y TikTok, entre otras, lo 

cierto es que para las autoridades 

sustanciadoras es muy complicado 

allegarse con la información sufi-

ciente para la correcta identificación 

de la o las personas que se encuen-

tran detrás de las páginas o cuentas 

que realizan las publicaciones; por lo 

anterior, en ocasiones el PES termina 

sobreseyéndose por la falta de una 

persona cierta a la que pueda atri-

buírsele la conducta que se pretende 

sancionar.

Conclusiones
Sin duda es evidente que las redes 

sociales llegaron para quedarse y que 

resulta absurdo pretender que los 

procesos electorales no se verán in-

fluenciados por esta tendencia, tal 

es así que, de elección a elección, se 

ha ido incrementando el número de 

PES relacionados con el uso de re-

des sociales.

Ante tal situación, surgen enor-

mes retos para las autoridades elec-

torales que, con el tiempo, segu-

ramente se lograrán superar; sin 

embargo, es evidente que la brecha 

todavía es bastante amplia. Habrá 

que ver cómo evolucionamos para 

el siguiente Proceso Electoral… ya se 

verá si por fin logramos convertir al 

unicornio en un caballo.
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Evolución de los procesos
de participación ciudadana 
en la Ciudad de México

Foto: IECM.

Introducción
La Ley de Participación Ciudadana de 

la Ciudad de México vigente, cuenta 

con 21 mecanismos e instrumentos 

de participación ciudadana. 

La implementación de estos me

canismos ha sido resultado de un 

largo camino histórico y político, en 

el que se ha pugnado por el reco-

nocimiento pleno de los derechos 

de la ciudadanía capitalina, tanto 

para poder elegir a sus gobernan-

tes como para intervenir y partici-

par, cada vez en mayor grado, en la 

toma de decisiones públicas.

Este trabajo tiene el propósito de 

presentar la evolución de los meca-

nismos e instrumentos de partici-

pación ciudadana en la Ciudad de 

México hasta las reformas de la Ley 

de Participación en 2022, por lo que 

se inicia con un panorama histórico 

y político general respecto de dichos 

instrumentos y, posteriormente, se 

precisan los 21 instrumentos de par-

ticipación ciudadana vigentes, que 

se han construido con el paso del 

tiempo en esta ciudad.

Breve recorrido histórico y político 
de la participación ciudadana en la 
Ciudad de México

1917. El 5 de febrero se promulgó la 

Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos (CPEUM), por la 

que se estableció que el Gobierno 

del Distrito Federal y de los territo-

rios estaría a cargo de gobernadores 

que dependerían directamente del 

Presidente de la República, quien los 

nombraría y removería libremente.

1928. Con la Ley Orgánica del Distri-

to Federal y de los Territorios Fede-

rales, de 31 de diciembre, se aprobó 

la desaparición del régimen munici-

pal y la división del territorio del Dis-

trito Federal en un Departamento 

Central y 13 delegaciones.

Asimismo, se determinó que el 

Departamento del Distrito Federal 

Elena Irlanda Sánchez Martínez
Asesora en el Instituto Electoral de la Ciudad de México
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sería encabezado por un jefe de 

Departamento, designado directa-

mente por el Ejecutivo Federal, al 

ser este último quien tenía a cargo 

el Gobierno de la Ciudad.

Dicha Ley Orgánica previó con-

sejos consultivos para el Departa-

mento Central y para cada una de 

las delegaciones, a fin de contar 

con consejos representativos de los 

principales intereses de la ciudad. 

Entre las facultades de los consejos 

consultivos se encontraban: pro-

poner reformas a los reglamentos 

y a las medidas que estimaran per-

tinentes para el mejoramiento de 

los servicios; inspeccionar servicios 

locales; denunciar las deficiencias 

de los servicios y las faltas come-

tidas por las personas encargadas 

de ellos, y revisar la cuenta anual del 

Departamento.

A partir de ese momento, “la re-

lación del Gobierno con la sociedad 

se desarrolló a través de canales bá-

sicamente controlados por las auto-

ridades, que ofrecían a la población 

pocas posibilidades de tener acceso 

a la toma de decisiones”.1

1941. El 31 de diciembre de 1941 se 

publicó en el Diario Oficial de la Fe-

deración (DOF), la Ley Orgánica del 

Departamento del Distrito Federal, 

reglamentaria de la base primera, frac- 

ción VI, del artículo 73 constitucio-

nal (Ley Orgánica), con la cual se es- 

tableció un único consejo consultivo. 

Sin embargo, este órgano ya 

no tendría la facultad de revisar la 

cuenta anual del Departamento; 

sus funciones se limitaban sólo a 

opinar sobre asuntos vinculados 

con los servicios públicos. Así, se-

gún Alicia Ziccardi, “se restringieron 

las funciones de los representantes 

de la ciudadanía respecto a las con-

tenidas en la legislación de 1928”.2

1970. Con la reforma a la citada Ley 

Orgánica, el territorio del Distrito Fe-

deral quedó dividido en 16 delega-

ciones, y se establecieron como ór-

ganos de participación ciudadana: el 

consejo consultivo y, como aspecto 

novedoso, las juntas de vecinos.

Las atribuciones de las juntas de 

vecinos eran: proponer mejoras a la 

prestación de servicios públicos; dar 

a conocer las deficiencias adminis-

trativas en el trámite de asuntos, así 

como la conducta indebida de las 

personas empleadas públicas del 

Distrito Federal; proponer la expedi-

ción, reformas o derogación de re-

glamentos gubernativos y de policía, 

entre otras. 

1977. En el marco de la reforma po-

lítica de este año, “se modificó el ar-

tículo 73 constitucional y se crearon 

las fórmulas del referéndum y la ini-

ciativa popular como nuevas figuras 

de participación de los habitantes 

del Distrito Federal, las cuales nun-

ca se reglamentaron ni llevaron a la 

práctica”.3

1978. Se dio una nueva reforma a 

la Ley Orgánica, en la cual se esta-

blecieron los comités de manzana, 

las asociaciones de residentes, las 

juntas de vecinos, y el consejo con-

sultivo del Distrito Federal, como 

órganos de colaboración vecinal y 

ciudadana.

Los primeros tres mecanismos 

de participación ciudadana se in-

Fotos: IECM.

Fotos: IECM.
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tegraron en cada una de las delega-

ciones del Departamento del Distri-

to Federal; mientras que el consejo 

consultivo se integró a nivel Distrito 

Federal con los presidentes de las 

juntas de vecinos.  

Asimismo, se incorporó el refe-

réndum y la iniciativa popular. 

1988. Se crea la Asamblea de repre-

sentantes. “Su función originaria era 

la de expedir reglamentos de policía 

y buen gobierno. Posteriormente 

ésta se amplió al ámbito legislativo”.4

Sin embargo, según Facundo 

González Bárcenas, “la intensa ac-

tividad de esta naciente institución 

contribuyó a fortalecer la demanda 

de democratizar el régimen jurídico 

político de la entidad”.5 

1993. Se reforma el artículo 122 de 

la CPEUM, y se establece que el Go-

bierno del Distrito Federal estaría a 

cargo de los Poderes de la Unión, los 

cuales lo ejercerían por sí y a través 

de los órganos de gobierno local 

(Asamblea de representantes, Jefe 

del Distrito Federal y el Tribunal Su-

perior de Justicia).

Además, se incorporó la figura de 

los concejos ciudadanos, mediante 

elección directa en cada demarca-

ción territorial, cuya función estaba 

dirigida a intervenir en la gestión, 

supervisión, evaluación y, en su caso, 

consulta o aprobación, de aquellos 

programas de la administración pú-

blica del Distrito Federal que para las 

demarcaciones determinaran las le-

yes correspondientes.

En los transitorios de esta refor-

ma se dispuso que la elección de las 

personas consejeras ciudadanas se 

llevaría a cabo en 1995, conforme al 

Estatuto de Gobierno y leyes locales.

1994. En este año se expidió el Esta-

tuto de Gobierno del Distrito Fede-

ral, el cual estableció el derecho de 

la ciudadanía de participar, a través 

de los consejos ciudadanos de cada 

Delegación, conforme se dispuso en 

la reforma al artículo 122 constitu-

cional. 

1995. El 12 de junio de 1995 se pu-

blica la Ley de Participación Ciu-

dadana del Distrito Federal (Ley de 

Participación), que determinó que 

la participación de la ciudadanía del 

Distrito Federal se realizaría a tra-

vés de las siguientes instancias: los 

consejos de ciudadanos, audiencia 

pública; difusión pública; colabo-

ración ciudadana; consulta vecinal; 

quejas y denuncias; recorridos pe-

riódicos del Delegado; y los órganos 

de representación vecinal por man-

zana, colonia, barrio o unidad habi-

tacional.

Sin embargo, dicha Ley de Parti-

cipación fue derogada en 1996.

1996. En este año se reformó el ar-

tículo 122 de la CPEUM, disponiendo 

para 1997 la elección directa del jefe 

de gobierno del Distrito Federal, y 

para el año 2000 la elección directa 

de los jefes delegacionales.

Con esta reforma desapareció la 

figura de los consejos ciudadanos.

1997. Por medio del decreto de re-

forma, publicado el 4 de diciembre, 

se incorpora la figura del plebiscito 

en el Estatuto de Gobierno del Dis-

trito Federal, y se dispone que, a tra-

vés de dicho mecanismo, el jefe de 

Gobierno del Distrito Federal podría 

consultar a las y los electores para 

que expresaran su aprobación o re-

chazo previo a actos o decisiones 

del mismo que a su juicio fueran 

trascendentes para la vida pública 

del Distrito Federal.

1998. La segunda Ley de Participa-

ción retoma algunos de los meca-

nismos de participación de la Ley 

anterior, y añade otros, para quedar 

como instrumentos de participación 

ciudadana los siguientes: el plebis-

cito; referéndum; iniciativa popular; 

consulta vecinal; colaboración veci-

nal; unidades de quejas y denuncias; 

difusión pública; audiencia pública; y 

recorridos del titular del órgano po-

lítico administrativo de la demarca-

ción territorial. 

Asimismo, se determinó que los 

órganos de representación ciudada-

na fueran los comités vecinales elec-

tos en cada colonia, pueblo, barrio o 

unidad habitacional.

Fotos: IEEM.
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Por conducto de la consulta ve-

cinal, las y los vecinos de las demar-

caciones territoriales podían emitir 

opiniones y formular propuestas de 

solución a problemas colectivos del 

lugar donde residieran.

En la nueva ley se recogen diver-

sos principios sobre los cuales se 

debe fincar la participación ciudada- 

na: democracia, corresponsabilidad, 

inclusión, solidaridad, legalidad, res-

peto, tolerancia, sustentabilidad y 

pervivencia. Principios cada uno de 

éstos que apuntan hacia una nueva 

cultura política, que habla de “demo-

cratizar” la toma de decisiones que 

afectan la vida ciudadana y con ello 

la recuperación de legitimidad y la 

gobernabilidad de la ciudad.6

2004. En este año, la tercera Ley de 

Participación se crea con el objeto 

de instituir y regular los mecanis-

mos e instrumentos de participa-

ción y las figuras de representación 

ciudadana; a través de los cuales las 

y los habitantes pueden organizarse 

para relacionarse entre sí y con los 

distintos órganos de gobierno del 

Distrito Federal.

Esta ley sustituye la consulta y co- 

laboración vecinal, por consulta y 

colaboración ciudadana.

En cuanto a los órganos de re-

presentación ciudadana, se crea el 

consejo ciudadano, y se sustituye la 

figura de comité vecinal por el comi-

té ciudadano.

Como instrumentos de participa- 

ción ciudadana se incorporan, ade-

más, la rendición de cuentas, la red 

de contralorías ciudadanas y la asam- 

blea ciudadana.

2010. El 27 de mayo se publican las 

reformas a diversas disposiciones de 

la Ley de Participación, por las que se 

implementan las organizaciones ciu-

dadanas como nuevo instrumento 

de participación; y se añaden como 

órganos de representación ciudada-

na en las colonias del Distrito Federal 

el consejo del pueblo y el represen-

tante de manzana.

Cabe resaltar que se determinó 

que el consejo del pueblo estaría 

conformado por los pueblos origi-

narios que mantuvieran la figura de 

autoridad tradicional de acuerdo a 

sus normas, procedimientos y prác-

ticas tradicionales.

2011. Mediante la reforma del 26 de 

agosto a la Ley de Participación, se 

determinó convocar anualmente a 

una consulta ciudadana para defi-

nir los proyectos específicos en los 

que  se debe aplicar el presupuesto 

participativo. 

Además, a partir de dicha refor-

ma se estableció que el entonces 

Instituto Electoral del Distrito Fede-

ral sería la autoridad facultada para 

convocar, organizar, desarrollar y 

vigilar el proceso de la consulta, así 

como de computar el resultado de 

las opiniones en materia de presu-

puesto participativo.7

Fotos: IECM.

Fotos: IECM.
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2017. El 5 de febrero se publica la 

Constitución Política de la Ciudad 

de México, la cual estableció el de-

recho y el deber de las y los ciuda-

danos de participar en la resolución 

de problemas y temas de interés 

general y en el mejoramiento de las 

normas que regulan las relaciones 

en la comunidad, a través de los 

mecanismos de democracia directa 

y participativa reconocidos por di-

cha Constitución.

En ese sentido, la Constitución 

incluyó mecanismos de democra-

cia que no estaban contemplados 

en la Ley de Participación, lo que 

un par de años más tarde llevó a la 

creación de una nueva Ley.

2019. El 12 de agosto se abroga la 

Ley de Participación Ciudadana del 

Distrito Federal y se expide la Ley de 

Participación Ciudadana de la Ciu-

dad de México.

En esta nueva Ley de Participa-

ción se reconocen y se definen tres 

tipos de democracia: directa, parti-

cipativa y representativa.

Se establece, de manera enun-

ciativa más no limitativa, un catálo-

Fotos: IECM.

Fotos: IECM.

go de mecanismos e instrumentos 

de particpación ciudadana:

A. Democracia directa: iniciativa 

ciudadana, referéndum, plebisci-

to, consulta ciudadana, consulta 

popular y revocación del mandato.

B. Democracia participativa: co-

laboración ciudadana, asamblea 

ciudadana, comisiones de parti-

cipación comunitaria, organiza-

ciones ciudadanas, coordinadora 

de participación comunitaria y 

presupuesto participativo. 

C. Gestión, evaluación y control 
de la función pública: audiencia 

pública, consulta pública, difusión 

pública y rendición de cuentas, 

observatorios ciudadanos, recorri-

dos barriales, red de contralorías 

ciudadanas y silla ciudadana.

Por otra parte, se determinaron 

como autoridades en materia de 

democracia directa y participativa 

a la persona titular de la Jefatura 

de Gobierno, el Congreso, las Alcal-

días, el Instituto Electoral, el Tribunal 

Electoral, la Secretaría de la Contra-

loría General y la Sala Constitucional.

Además, se incorporan las plata-

formas digitales como herramienta 

para que las autoridades y la ciuda-

danía interactúen entre sí, respecto 

de los mecanismos de participación 

que establece la Ley.

2022. En este año, se añade el par-

lamento abierto a los mecanismos 

de gestión, evaluación y control de 

la función pública. 
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Mecanismos de participación ciudadana vigentes en la Ciudad de México

Democracia directa

Iniciativa ciudadana

Es el mecanismo mediante el cual la ciudadanía presenta al Con
greso proyectos de creación, modificación, reforma, derogación 
o abrogación de leyes y/o decretos propios del ámbito de su 
competencia.

Referéndum

Es el mecanismo mediante el cual la ciudadanía aprueba las reformas 
a la Constitución Política de la Ciudad de México, así como las demás 
disposiciones normativas de carácter general que sean competencia 
del Congreso.

Plebiscito

Es el mecanismo mediante el cual la ciudadanía tiene derecho a ser 
consultada para aprobar o rechazar decisiones públicas que sean 
competencia de las personas titulares de la Jefatura de Gobierno o 
de las Alcaldías. 

Consulta ciudadana

Es el mecanismo a través del cual las autoridades someten a con
sideración de la ciudadanía, por medio de preguntas directas, foros 
o algún otro instrumento de consulta, cualquier tema que tenga 
impacto trascendental en los distintos ámbitos temáticos, sectorial 
y territorial en la Ciudad de México.

Consulta popular

Es el mecanismo a través del cual el Congreso somete a consideración 
de la ciudadanía en general, por medio de preguntas directas, 
cualquier tema que tenga impacto trascendental en todo el territorio 
de la ciudad.

Revocación del mandato
Constituye un mecanismo mediante el cual la ciudadanía decide 
que una persona representante de elección popular termine o no de 
forma anticipada el ejercicio del cargo para el cual fue electa.

Democracia participativa

Colaboración ciudadana

Este instrumento permite a las personas que habitan en la Ciudad 
de México, a las organizaciones ciudadanas o los sectores sociales 
colaborar con dependencias de la administración pública, en el 
ámbito central o en las demarcaciones, en la ejecución de una 
obra o la prestación de un servicio público, colectivo o comunitario, 
aportando para su realización recursos económicos, materiales o 
trabajo.

Asamblea ciudadana
Es el máximo órgano de decisión comunitaria en cada una de las 
unidades territoriales en que se divide la ciudad; es pública y abierta.

Comisiones de 
participación 
comunitaria

Es un órgano de representación ciudadana electo en cada unidad 
territorial (colonias, unidades habitacionales, pueblos y barrios 
originarios) que, entre otros aspectos, representa los intereses 
colectivos de las personas habitantes de la unidad territorial, y 
analiza y promueve las soluciones a las demandas o propuestas de 
sus vecinas y vecinos.

Organizaciones 
ciudadanas

Es el instrumento mediante el cual las personas morales sin fines de 
lucro pueden, entre otras facultades, participar activamente en los 
mecanismos de democracia directa e instrumentos de participación 
ciudadana, siempre y cuando su ámbito de actuación esté vinculado 
a los intereses públicos o colectivos de al menos una de las unidades 
territoriales de la Ciudad de México y su objeto social contemple la 
participación ciudadana o la democracia.

Coordinadora 
de participación 
comunitaria

Es la instancia de coordinación ciudadana en cada una de las 
demarcaciones, entre las comisiones de participación comunitaria, 
las Alcaldías y el Gobierno de la Ciudad. 
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Democracia participativa

Presupuesto 
participativo

Es el instrumento mediante el cual la ciudadanía ejerce el derecho a 
decidir sobre la aplicación del recurso que otorga el Gobierno de la 
Ciudad, para que sus habitantes optimicen su entorno, proponiendo 
proyectos de obras y servicios, equipamiento e infraestructura 
urbana, y, en general, cualquier mejora para sus unidades territoriales.

Gestión, evaluación y control de la función pública

Audiencia pública

Es el instrumento por medio del cual las personas habitantes, las 
organizaciones ciudadanas y los sectores sociales hacen posible 
el diálogo con la persona titular de la Jefatura de Gobierno y las 
Alcaldías, respecto de la gestión de los servicios y la ejecución de
los programas sociales de la ciudad.

Consulta pública

Es el instrumento mediante el cual la autoridad titular de la Jefatura 
de Gobierno o de las Alcaldías consulta de manera directa a las 
personas habitantes o vecinas de una determinada área geográfica, a 
efectos de conocer su opinión respecto de cualquier tema específico 
que impacte en su ámbito territorial.

Difusión pública 

La persona titular de la Jefatura de Gobierno y de las Alcaldías, así 
como las personas representantes de elección popular están obliga-
das a establecer un programa permanente de difusión pública acerca 
de las acciones y funciones a su cargo.

Rendición de cuentas

Las personas habitantes de la ciudad tienen el derecho de recibir de 
las autoridades los informes, generales y específicos, acerca de la 
gestión de éstas y, a partir de ellos, evaluar la actuación de las perso-
nas servidoras públicas.

Observatorios 
ciudadanos

Constituyen órganos plurales y especializados de participación que 
contribuyen al fortalecimiento de las políticas y las acciones de los 
órganos de gobierno en busca del beneficio social.

Recorridos barriales

Son los recorridos que realizan las personas titulares de las Alcaldías 
a fin de recabar opiniones y propuestas de mejora o solución a los 
problemas de la comunidad, sobre la forma y las condiciones en que 
se prestan los servicios públicos y el estado en que se encuentren los 
sitios, obras e instalaciones en que la comunidad tenga interés.

Red de contralorías 
ciudadanas

Es un instrumento de participación por el que la ciudadanía en general, 
de forma voluntaria y honorífica, asume el compromiso de colaborar 
con la administración pública de la ciudad, para vigilar y supervisar 
que el gasto público sea implementado de forma transparente, eficaz 
y eficiente.

Silla ciudadana
Es un instrumento mediante el cual la ciudadanía puede intervenir 
con derecho a voz en las sesiones del Cabildo de la Ciudad de México 
y de los Concejos de las Alcaldías en las demarcaciones territoriales.

Parlamento abierto

Se refiere a la serie de acciones legislativas orientadas a la habilita-
ción de espacios de interacción entre la ciudadanía y el Congreso de 
la Ciudad de México, para que el ejercicio de su función sea evaluado, 
fiscalizado y sometido al escrutinio público conforme a la cultura de 
transparencia, transparencia parlamentaria, acceso a la información 
legislativa y uso de la tecnología y datos abiertos.
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Consideraciones finales
En una verdadera democracia resul-

ta fundamental la posibilidad de que 

la ciudadanía participe en la toma de 

decisiones públicas. 

En el caso de la Ciudad de Mé-

xico, la construcción de una cultura 

de participación se ha dado de ma-

nera paulatina. En sus inicios, con la 

Ley Orgánica del Distrito Federal y 

de los Territorios Federales, de 1928, 

únicamente se contaba con conse-

jos consultivos como órganos repre-

sentativos de los intereses de la ciu-

dad, pero con pocas facultades en la 

toma de decisiones.

Para 1941 se agudizó dicha situa-

ción, pues además de sólo contar 

con un consejo consultivo único, se 

limitaron sus funciones a meras opi-

niones relacionadas con los servicios 

públicos.

Casi treinta años después, en 

1970, se añade como mecanismo de 

participación ciudadana la junta de 

vecinos. 

En los siguientes años, de forma 

paralela a la lucha por fortalecer la 

democracia en la capital del país, se 

incorporaron poco a poco más ins-

trumentos de participación ciudada-

na, y fueron desapareciendo otros, lo 

que dio origen a la publicación de la 

primera Ley de Participación Ciuda-

dana en 1995; no obstante, al poco 

tiempo, ésta se derogó y dio paso a 

una segunda Ley de Participación en 

1998, que añadió instrumentos de 

participación ciudadana y estableció 

los principios sobre los cuales debe 

darse ésta.

Sin embargo, esta segunda Ley 

de Participación fue objeto de diver-

sas reformas, con la finalidad de re-

gular los mecanismos de participa-

ción y los órganos de representación. 

El proceso evolutivo de los me-

canismos de participación en la ca-

pital, sin duda parte del proceso de 

democratización de la propia Ciudad 

de México, y de la defensa de los de-

rechos de la ciudadanía. 

Así, con la promulgación de la 

Constitución de esta ciudad y la pu-

blicación de la Ley de Participación 

Ciudadana de la Ciudad de México 

en 2019, se fortalece el derecho de la 

ciudadanía de participar e incidir en 

los asuntos públicos. 

En esta última se retoman algu-

nos de los mecanismos de partición 

de leyes pasadas y se incorporan 

nuevos instrumentos, con la fina-

lidad de ampliar las posibilidades 

para que la ciudadanía intervenga en 

la toma de decisiones y políticas de 

la ciudad.

Finalmente, con el propósito de 

contar con un panorama analítico 

respecto de la consolidación de la 

participación ciudadana en la capi-

tal, vale la pena reflexionar sobre la 

efectividad de estos 21 mecanismos 

de participación ciudadana, y en 

ese sentido, plantear si los mismos 

atienden realmente el reclamo de 

la sociedad para incidir en los pro-

gramas, decisiones y acciones de 

la ciudad; si éstos son accesibles 

a la población o los requisitos y/o trá-

mites para ejercerlos son demasia-

dos, o bien, si son difíciles de realizar; 

si la ciudadanía está suficientemen-

te informada sobre estos instrumen-

tos de participación ciudadana; y 

por último sobre cómo incentivar la 

participación de las y los ciudadanos 

en estos mecanismos, entre otras in-

terrogantes. 

Sin duda, el papel de las autorida-

des y de la ciudadanía resulta funda-

mental para dar respuesta a dichos 

planteamientos, y continuar cons-

truyendo el camino hacia la consoli-

dación de la participación ciudadana.
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